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INFORME SECRETARIAL - Bogotá D.C., 04 de mayo de 2022. Al Despacho de la 
Señora Juez, el proceso ordinario laboral No. 2016 - 0151, informando que, no 
se posible llevar a cabo la audiencia señalada en auto inmediatamente anterior. 
Sírvase proveer.   

 
MARÍA CAROLINA BERROCAL PORTO 

SECRETARIA 
 

JUZGADO VEINTIOCHO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., diecisiete (17) de junio de dos mil veintidós (2022) 

 
Visto el informe secretarial que antecede, sea ésta la oportunidad para declarar la 
FALTA DE JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA de este Juzgado para seguir 
conociendo del proceso.  
 
Lo anterior, obedece a que las pretensiones de la demanda se dirigen a lograr el 
reconocimiento y pago de sumas de dinero asumidas por la EPS SANITAS S.A., 
relacionadas con los gastos en que incurrió para efectos de cubrir la prestación de 
servicios de salud NO POS a diferentes usuarios y por ende, en la Unidad de Pago 
por Capitación UPC, los cuales inicialmente fueron reclamados por la entidad 
demandante a través del procedimiento administrativo especial de recobro, petición 
que claramente corresponden a PRESTACIONES ECONÓMICAS, y no, 
propiamente a PRESTACIÓN DE SERVICIOS conforme lo preceptuado en el 
numeral 4° del artículo 2° del CPT y de la SS, modificado por el artículo 2° de la Ley 
712 de 2001. 
 
En tal orden de ideas, esta jurisdicción no resulta ser la competente para conocer 
de la presente demanda, tal como lo consideró la Sala Laboral del Tribunal Superior 
de Distrito Judicial de Bogotá, M.P. Diego Roberto Montoya Millán, en proveído del 
2 de febrero de 2022, oportunidad en la que esa Sala de Decisión se abstuvo de 
resolver el recurso de apelación formulado por las partes en contra de la sentencia 
de primera instancia proferida por este Juzgado el 14 de diciembre de 2021 al 
interior del proceso ordinario con radicado 11001310502820190070201 promovido 
por FAMISANAR E.P.S. en contra de ADRES, en el que se discutían pretensiones 
de similares contornos relacionados con el pago de prestaciones económicas, y en 
su lugar, declaró la falta de jurisdicción y competencia para conocer de esas 
diligencias, advirtiendo que las actuaciones surtidas conservarían validez salvo la 
sentencia recurrida, respecto de la cual se señaló que resultaba ser invalida, 
ordenando a su vez a la Suscrita Juez remitir el expediente a la JURISDICCIÓN DE 
LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO en aplicación del artículo 104 del CPACA.   
 
A la anterior decisión y conclusión arribó el Tribunal tras analizar el artículo 2° de la 
Ley 712 de 2001, no solo en lo que ya se mencionó, esto es, sobre la competencia 
de esta especialidad para conocer únicamente de la “prestación de servicios”, y no 
de prestaciones económicas a cargo del sistema, sino también en el hecho que las 
controversias de la jurisdicción ordinaria laboral deben darse en escenarios en los 
que las partes correspondan entre afiliados, beneficiarios o usuarios, los 
empleadores y las entidades administradoras o prestadoras pero no entre estas 
últimas como precisamente ocurre en el presente asunto en que la parta activa es 
EPS SANITAS S.A.  y las convocadas la Nación – Ministerio de Salud y Protección 
Social y la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social 
en Salud – ADRES. 
 
Para tales efectos, el Tribunal argumentó su decisión al citar lo considerado por la 
Corte Constitucional en Auto 389 de 2021, para decir en síntesis que los procesos 
judiciales de recobros, no hacen parte de una controversia relativa a la prestación 
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de servicios de la seguridad social, al agregar que el objeto a decidir ya no versa 
sobre la prestación de un servicio sino su financiación.  
 
Así las cosas, para efectos de la decisión resulta imprescindible reproducir en lo 
fundamental, lo dicho por la Corte Constitucional al respecto en Auto 389 de 2021:  

(…) 
17. Por su parte, la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia, en el auto del 12 de 
abril de 2018 consideró que tales asuntos deben resolverse en la jurisdicción 
contenciosa administrativa, por expresa competencia de la Ley 1437 de 2011. En 
particular, consideró que el FOSYGA al glosar, devolver o rechazar las solicitudes 
de recobro por servicios, medicamentos o tratamientos no incluidos en el Plan 
Obligatorio de Salud, asume actuar en nombre y representación del Estado y, por 
tanto, su decisión constituye acto administrativo, particular y concreto, cuya 
controversia debe zanjarse en la jurisdicción contenciosa administrativa. 
Competencia que se refuerza con lo señalado en el artículo 41 de la Ley 1122 de 
2007 y el artículo 11 de la Ley 1608 de 2013, pues dichas normas prevén que “la 
Superintendencia de Salud puede conocer, a prevención, como juez 
administrativo, de los litigios atinentes a los recobros referidos, en este evento es 
aplicable el medio de control de reparación directa” (negrillas originales). 
18. Teniendo en cuenta las anteriores decisiones, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria 
del Consejo Superior de la Judicatura, el 4 de septiembre de 2019, profirió un auto 
de unificación en el cual dirimió un conflicto negativo de competencia en un tema 
análogo al estudiado en esta ocasión. En esa oportunidad, luego de realizar un 
estudio de (i) la cláusula general o residual de competencia de la jurisdicción 
ordinaria, en su especialidad laboral, y (ii) el criterio exclusivo y excluyente realizado 
con la asignación de los litigios previstos en el numeral 4º del artículo 104 de la Ley 
1437 de 2011, fijó la regla de unificación en el sentido de que la jurisdicción 
competente es la ordinaria en su especialidad laboral y de seguridad social. 
19. Frente a la tensión expuesta, la Sala procederá a estudiar las disposiciones 
normativas ya señaladas y algunos precedentes fijados por esta Corporación. 
20. Resulta importante hacer referencia a la Sentencia C-1027 de 2002, en la que 
la Corte estudió una demanda presentada en contra del numeral 4º del artículo 2 de 
Ley 712 de 2001, en su versión original. En esa ocasión la Corporación concluyó 
que “en el artículo 2 de la ley en mención se regula la competencia general de la 
jurisdicción ordinaria ‘en sus especialidades laboral y de seguridad social’” 
(negrillas fuera de texto), siendo enfática al señalar que la unidad conceptual de la 
seguridad social integral, sumada a las características propias de la conflictividad 
que gira en torno a la materia, demandan la existencia de un proceso especial y de 
una jurisdicción también especializada que pueda dirimir tales controversias. En ese 
orden, dijo que “no cabe duda de que el legislador es el llamado a diseñar el régimen 
jurídico de la seguridad social con sujeción a los principios superiores de eficiencia, 
universalidad y solidaridad, facultad que implica también la asignación de las 
competencias jurisdiccionales para el conocimiento de las controversias sobre esta 
materia”. Cuestión última que dio lugar a la conclusión de que la especialización de 
la justicia ordinaria laboral “corresponde al sentido unificado del sistema de 
seguridad social integral querido por el constituyente. Unidad del sistema que se 
proyecta en la unidad de la jurisdicción”[42]. 
21. Una lectura armónica de los artículos 15 y 622 de la Ley 1564 de 2012, de los 
numerales 4º y 5ºdel artículo 2 de la Ley 712 de 2001 y del artículo 12 de la Ley 270 
de 1996, permite reiterar que corresponde a la jurisdicción ordinaria, en su 
especialidad laboral y de seguridad social, la competencia general para dirimir 
las controversias relativas a la prestación de los servicios de la seguridad 
social. Exceptuándose de dicho marco los asuntos, (i) de responsabilidad médica y 
los relacionados con contratos, y (ii) aquellos que por disposición expresa del 
legislador le sean asignados a otras autoridades judiciales. Así, en atención a la 
cláusula general de competencia, son los jueces laborales los competentes para 
conocer de las controversias relativas a la prestación de los servicios de la 
seguridad social y de la ejecución de obligaciones emanadas del sistema de 
seguridad social integral que no correspondan a otra autoridad. 
22. Dicha competencia en cabeza de los jueces laborales tiene importancia para la 
Corte Constitucional, pues la remisión de los asuntos de la seguridad social a dichos 
juzgados supone que “el nuevo estatuto procesal del trabajo reconoce 
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expresamente la autonomía conceptual que al tenor de lo dispuesto en el artículo 
48 Fundamental ha adquirido la disciplina de la seguridad social, asignándole a la 
jurisdicción ordinaria laboral el conocimiento de los asuntos relacionados con el 
sistema de seguridad social integral en los términos señalados en el numeral 4° del 
artículo 2° de la Ley 712 de 2001”[48]. 
23. Entonces, de acuerdo con el artículo 622 de la Ley 1564 de 2012, que modificó 
el numeral 4º del artículo 2 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, 
es claro que en los jueces laborales recae la competencia general para dirimir 
las controversias relativas a la prestación de los servicios de la seguridad 
social que se susciten entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los empleadores 
y las entidades administradoras o prestadoras. Así, es necesario examinar, en el 
caso que estudia la Sala, primero, si las controversias referidas a los recobros 
corresponden a la prestación de servicios de la seguridad social, y, segundo, si se 
trata de una controversia entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los 
empleadores y las entidades administradoras o prestadoras. 
24. La Sala encuentra, en primer lugar, que el proceso judicial de recobro no 
corresponde, en estricto sentido, a una controversia relativa a la prestación de 
servicios de la seguridad social. Dicho procedimiento se adelanta cuando ya la 
entidad prestó el servicio (el tratamiento o el suministro del insumo excluido del 
PBS), en virtud de la orden proferida por un comité técnico científico –en su 
momento– o por un juez de tutela; es decir, no tiene por objeto decidir sobre la 
prestación del servicio sino sobre su financiación. En este sentido, el recobro busca 
resolver un desequilibrio económico entre el Estado y una EPS, de manera que esta 
última lo que pretende es recuperar los recursos que debió destinar para cubrir 
asistencias a las que no se considera obligada por estimar que no hacen parte de la 
cobertura del Plan de Beneficios en Salud. En ese orden, el recobro no pretende 
garantizar en forma directa que el servicio o la tecnología en salud efectivamente 
sean prestados. 
No se debe olvidar que los recobros tienen la virtualidad de permitir que los recursos 
del sistema fluyan adecuadamente y que, de esta forma, tienen repercusiones en el 
Sistema General de Seguridad Social en Salud[49]. Sin embargo, esta relación es 
meramente indirecta y condicional (circunstancial), pues materialmente el 
procedimiento de recobro constituye una controversia económica, no de salud en 
estricto sentido, que formula la EPS ante el Estado por haber asumido obligaciones 
que considera ajenas a  lo que estaba legal y reglamentariamente obligada a 
cumplir. 
25. En segundo lugar, las controversias relacionadas con el pago de recobros 
judiciales al Estado por prestaciones no incluidas en el PBS y por las devoluciones 
o glosas a las facturas entre entidades del Sistema General de Seguridad Social en 
Salud vinculan, en principio, a las Entidades Promotoras de Salud (EPS) y a la 
Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud, 
ADRES. En este tipo de controversias, en consecuencia, no intervienen afiliados, 
beneficiarios, usuarios ni empleadores. 
(…) 
29. Ahora, aunque el artículo 622 del CGP, que modificó el numeral 4º del artículo 2 
del CPTSS, fue expedido cuando la ADRES aún no se había creado, no puede 
desconocerse que se trata de una entidad administradora de los recursos del 
Sistema General de Seguridad Social en Salud y que hace parte del mismo. 

  
30. Con fundamento en lo anterior, concluye la Sala que el numeral 4º del artículo 2 
del CPTSS (en la forma como fue modificado por el artículo 622 del CGP) no es 
aplicable a las controversias relacionadas con el pago de recobros judiciales al 
Estado por prestaciones no incluidas en el PBS y por las devoluciones o glosas a 
las facturas, que se susciten entre las EPS y la ADRES, en la medida en que, como 
ya se indicó, no corresponden a litigios que, en estricto sentido, giren en torno a la 
prestación de servicios de la seguridad social. Además, porque se trata de 
controversias presentadas únicamente entre entidades administradoras, relativas a 
la financiación de un servicio que ya se prestó. 

  
31. Así las cosas –descartada la competencia de la jurisdicción ordinaria en su 
especialidad laboral y de la seguridad social–, para efectos de determinar la 
competencia para el conocimiento de este tipo de controversias, es necesario acudir 
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a la cláusula que trae el inciso primero del artículo 104 de la Ley 1437 de 2011 que 
indica que “[l]a Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para 
conocer, además de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, 
de las controversias y litigios originados en actos, contratos, hechos, 
omisiones y operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén 
involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función 
administrativa” (negrillas fuera de texto). (Subrayas del Juzgado)  

 
(…) 

 
Por lo anterior, claro resulta que, en aplicación a lo dicho por la Corte Constitucional 
en el Auto 389 de 2021, la controversia que se suscita en el presente asunto no 
debe ser resuelta por la Jurisdicción Ordinaria Laboral, y en su lugar, el Juez 
Administrativo es quien debe asumir el conocimiento de la demanda promovida por 
la EPS SANITAS S.A, en contra de la Nación (ADRES), además porque el artículo 
104 del CPACA señala que la jurisdicción de lo contencioso administrativo esta 
instituida para conocer , además de lo dispuesto en la Constitución Política y en 
leyes especiales, de las controversias y litigios originados en actos, contratos, 
hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho administrativos, en los que 
estén involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función 
administrativa, pretensiones que ya no obedecen a la prestación de un servicio si 
no a los perjuicios presuntamente ocasionados ante su falta de pago o financiación. 
 
Ahora bien, mediante auto calendado 21 de  septiembre de 2018 (fls.1398 a 1400) 
esta Sede Judicial declaro la falta de jurisdicción y competencia, ordenando remitir 
las diligencias a los Juzgados Administrativos, a fin de que asumiera el conocimiento 
del presente proceso, la cual estuvo representada por el Juzgado 32 Administrativo 
del  Circuito de Bogotá, quien suscitó el conflicto negativo de competencia 
remitiendo para tales efectos el expediente a la Sala Disciplinaria del Consejo 
Superior de la Judicatura para que resolviera el conflicto planteado.  
 
Esta última autoridad, por medio de providencia del 25 de septiembre de 2019 
(cuaderno del Consejo Superior de la Judicatura), M.P. Dr. Alejandro Meza Cardales 
resolvió signar el conocimiento a la Jurisdicción Ordinaria Laboral representada en 
el presente asunto por este Juzgado. 
 
 
Si bien es indiscutible y obligatorio el cumplimiento de las decisiones del Consejo 
Superior de la Judicatura, tampoco se puede desconocer los autos de la Corte 
Constitucional como ocurre en el presente caso con oportunidad del Auto 389 de 
2021, que como ya se indicó en precedencia, en controversias como el que ocupa 
la atención de este Despacho, las mismas no pueden ser resueltas por la 
Jurisdicción Ordinaria laboral sino por el Contencioso Administrativo, como quiera 
que las peticiones corresponden a prestaciones económicas, y no, propiamente a 
una prestación de servicios conforme lo preceptuado en el numeral 4° del artículo 
2° del CPT y de la SS, modificado por el artículo 2° de la Ley 712 de 2001. 
 
Aunado a lo anterior, no debe olvidarse que, conforme lo previsto en el artículo 14 
del Acto Legislativo 02 de 2015, mediante el cual se agregó el numeral 12 y modificó 
el 11 del artículo 241 de la Constitución Política, es la Corte Constitucional la 
encargada de dirimir los conflictos de competencia que ocurran entre las distintas 
jurisdicciones, por tanto, conforme las anteriores razones sobrevinientes es que se 
dispone nuevamente la remisión de las diligencias a los Juzgados Administrativos 
de Bogotá.          
                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           
En consecuencia, se dispondrá enviar las diligencias a los Jueces Administrativos 
de esta ciudad, al no resultar competente la Jurisdicción Ordinaria Laboral para 
conocer de las pretensiones de la demanda.                    
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Por lo anterior, se DISPONE: 
 
PRIMERO: DECLARAR la FALTA DE JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA para 
conocer de la demanda, conforme lo considerado en esta providencia.  
 
SEGUNDO: REMITIR las diligencias a los JUZGADOS ADMINISTRATIVOS DE 
BOGOTÁ – REPARTO, para su conocimiento.  
 
TERCERO: Por Secretaría LÍBRESE los oficios correspondientes.   
 
N O T I F Í Q U E S E   y   C Ú M P L A S E 
 
 

 
DIANA ELISSET ALVAREZ LONDOÑO 
JUEZ 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

JUZGADO VEINTIOCHO LABORAL DEL 
CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

 
El presente auto se notifica a las partes por 
anotación en Estado N°91 fijado hoy 
21/06/2022 

 
MARIA CAROLINA BERROCAL PORTO 

SECRETARIA 
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INFORME SECRETARIAL - Bogotá D.C., 04 de mayo de 2022. Al Despacho de la 
Señora Juez, el proceso ordinario laboral No. 2014 - 0541, informando que, la 
audiencia señalada en auto inmediatamente anterior, no se llevó a cabo. Sírvase 
proveer.   

 
MARÍA CAROLINA BERROCAL PORTO 

SECRETARIA 
 

JUZGADO VEINTIOCHO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., diecisiete (17) de junio de dos mil veintidós (2022) 

 
Visto el informe secretarial que antecede, seria del caso continuar con el trámite 
procesal correspondiente, de no ser porque esta es la oportunidad para declarar la 
FALTA DE JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA de este Juzgado para seguir 
conociendo del proceso.  
 
Lo anterior, obedece a que las pretensiones de la demanda se dirigen a lograr el 
reconocimiento y pago de perjuicios materiales causados a la EPS SANITAS S.A., 
con ocasión de la falta de reconocimiento y pago de 106 recobros correspondientes 
al suministro y/o provisión efectiva de laboratorios, oftálmicos, oxígenos y 
programas de rehabilitación NO POS, petición que claramente corresponden a 
PRESTACIONES ECONÓMICAS, y no, propiamente a PRESTACIÓN DE 
SERVICIOS conforme lo preceptuado en el numeral 4° del artículo 2° del CPT y de 
la SS, modificado por el artículo 2° de la Ley 712 de 2001. 
 
En tal orden de ideas, esta jurisdicción no resulta ser la competente para conocer 
de la presente demanda, tal como lo consideró la Sala Laboral del Tribunal Superior 
de Distrito Judicial de Bogotá, M.P. Diego Roberto Montoya Millán, en proveído del 
2 de febrero de 2022, oportunidad en la que esa Sala de Decisión se abstuvo de 
resolver el recurso de apelación formulado por las partes en contra de la sentencia 
de primera instancia proferida por este Juzgado el 14 de diciembre de 2021 al 
interior del proceso ordinario con radicado 11001310502820190070201 promovido 
por FAMISANAR E.P.S. en contra de ADRES, en el que se discutían pretensiones 
de similares contornos relacionados con el pago de prestaciones económicas, y en 
su lugar, declaró la falta de jurisdicción y competencia para conocer de esas 
diligencias, advirtiendo que las actuaciones surtidas conservarían validez salvo la 
sentencia recurrida, respecto de la cual se señaló que resultaba ser invalida, 
ordenando a su vez a la Suscrita Juez remitir el expediente a la JURISDICCIÓN DE 
LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO en aplicación del artículo 104 del CPACA.   
 
A la anterior decisión y conclusión arribó el Tribunal tras analizar el artículo 2° de la 
Ley 712 de 2001, no solo en lo que ya se mencionó, esto es, sobre la competencia 
de esta especialidad para conocer únicamente de la “prestación de servicios”, y no 
de prestaciones económicas a cargo del sistema, sino también en el hecho que las 
controversias de la jurisdicción ordinaria laboral deben darse en escenarios en los 
que las partes correspondan entre afiliados, beneficiarios o usuarios, los 
empleadores y las entidades administradoras o prestadoras pero no entre estas 
últimas como precisamente ocurre en el presente asunto en que la parta activa es 
EPS SANITAS S.A.  y las convocadas la Nación – Ministerio de Salud y Protección 
Social y la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social 
en Salud – ADRES. 
 
Para tales efectos, el Tribunal argumentó su decisión al citar lo considerado por la 
Corte Constitucional en Auto 389 de 2021, para decir en síntesis que los procesos 
judiciales de recobros, no hacen parte de una controversia relativa a la prestación 
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de servicios de la seguridad social, al agregar que el objeto a decidir ya no versa 
sobre la prestación de un servicio sino su financiación.  
 
Así las cosas, para efectos de la decisión resulta imprescindible reproducir en lo 
fundamental, lo dicho por la Corte Constitucional al respecto en Auto 389 de 2021:  

(…) 
17. Por su parte, la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia, en el auto del 12 de 
abril de 2018 consideró que tales asuntos deben resolverse en la jurisdicción 
contenciosa administrativa, por expresa competencia de la Ley 1437 de 2011. En 
particular, consideró que el FOSYGA al glosar, devolver o rechazar las solicitudes 
de recobro por servicios, medicamentos o tratamientos no incluidos en el Plan 
Obligatorio de Salud, asume actuar en nombre y representación del Estado y, por 
tanto, su decisión constituye acto administrativo, particular y concreto, cuya 
controversia debe zanjarse en la jurisdicción contenciosa administrativa. 
Competencia que se refuerza con lo señalado en el artículo 41 de la Ley 1122 de 
2007 y el artículo 11 de la Ley 1608 de 2013, pues dichas normas prevén que “la 
Superintendencia de Salud puede conocer, a prevención, como juez 
administrativo, de los litigios atinentes a los recobros referidos, en este evento es 
aplicable el medio de control de reparación directa” (negrillas originales). 
18. Teniendo en cuenta las anteriores decisiones, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria 
del Consejo Superior de la Judicatura, el 4 de septiembre de 2019, profirió un auto 
de unificación en el cual dirimió un conflicto negativo de competencia en un tema 
análogo al estudiado en esta ocasión. En esa oportunidad, luego de realizar un 
estudio de (i) la cláusula general o residual de competencia de la jurisdicción 
ordinaria, en su especialidad laboral, y (ii) el criterio exclusivo y excluyente realizado 
con la asignación de los litigios previstos en el numeral 4º del artículo 104 de la Ley 
1437 de 2011, fijó la regla de unificación en el sentido de que la jurisdicción 
competente es la ordinaria en su especialidad laboral y de seguridad social. 
19. Frente a la tensión expuesta, la Sala procederá a estudiar las disposiciones 
normativas ya señaladas y algunos precedentes fijados por esta Corporación. 
20. Resulta importante hacer referencia a la Sentencia C-1027 de 2002, en la que 
la Corte estudió una demanda presentada en contra del numeral 4º del artículo 2 de 
Ley 712 de 2001, en su versión original. En esa ocasión la Corporación concluyó 
que “en el artículo 2 de la ley en mención se regula la competencia general de la 
jurisdicción ordinaria ‘en sus especialidades laboral y de seguridad social’” 
(negrillas fuera de texto), siendo enfática al señalar que la unidad conceptual de la 
seguridad social integral, sumada a las características propias de la conflictividad 
que gira en torno a la materia, demandan la existencia de un proceso especial y de 
una jurisdicción también especializada que pueda dirimir tales controversias. En ese 
orden, dijo que “no cabe duda de que el legislador es el llamado a diseñar el régimen 
jurídico de la seguridad social con sujeción a los principios superiores de eficiencia, 
universalidad y solidaridad, facultad que implica también la asignación de las 
competencias jurisdiccionales para el conocimiento de las controversias sobre esta 
materia”. Cuestión última que dio lugar a la conclusión de que la especialización de 
la justicia ordinaria laboral “corresponde al sentido unificado del sistema de 
seguridad social integral querido por el constituyente. Unidad del sistema que se 
proyecta en la unidad de la jurisdicción”[42]. 
21. Una lectura armónica de los artículos 15 y 622 de la Ley 1564 de 2012, de los 
numerales 4º y 5ºdel artículo 2 de la Ley 712 de 2001 y del artículo 12 de la Ley 270 
de 1996, permite reiterar que corresponde a la jurisdicción ordinaria, en su 
especialidad laboral y de seguridad social, la competencia general para dirimir 
las controversias relativas a la prestación de los servicios de la seguridad 
social. Exceptuándose de dicho marco los asuntos, (i) de responsabilidad médica y 
los relacionados con contratos, y (ii) aquellos que por disposición expresa del 
legislador le sean asignados a otras autoridades judiciales. Así, en atención a la 
cláusula general de competencia, son los jueces laborales los competentes para 
conocer de las controversias relativas a la prestación de los servicios de la 
seguridad social y de la ejecución de obligaciones emanadas del sistema de 
seguridad social integral que no correspondan a otra autoridad. 
22. Dicha competencia en cabeza de los jueces laborales tiene importancia para la 
Corte Constitucional, pues la remisión de los asuntos de la seguridad social a dichos 
juzgados supone que “el nuevo estatuto procesal del trabajo reconoce 
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expresamente la autonomía conceptual que al tenor de lo dispuesto en el artículo 
48 Fundamental ha adquirido la disciplina de la seguridad social, asignándole a la 
jurisdicción ordinaria laboral el conocimiento de los asuntos relacionados con el 
sistema de seguridad social integral en los términos señalados en el numeral 4° del 
artículo 2° de la Ley 712 de 2001”[48]. 
23. Entonces, de acuerdo con el artículo 622 de la Ley 1564 de 2012, que modificó 
el numeral 4º del artículo 2 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, 
es claro que en los jueces laborales recae la competencia general para dirimir 
las controversias relativas a la prestación de los servicios de la seguridad 
social que se susciten entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los empleadores 
y las entidades administradoras o prestadoras. Así, es necesario examinar, en el 
caso que estudia la Sala, primero, si las controversias referidas a los recobros 
corresponden a la prestación de servicios de la seguridad social, y, segundo, si se 
trata de una controversia entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los 
empleadores y las entidades administradoras o prestadoras. 
24. La Sala encuentra, en primer lugar, que el proceso judicial de recobro no 
corresponde, en estricto sentido, a una controversia relativa a la prestación de 
servicios de la seguridad social. Dicho procedimiento se adelanta cuando ya la 
entidad prestó el servicio (el tratamiento o el suministro del insumo excluido del 
PBS), en virtud de la orden proferida por un comité técnico científico –en su 
momento– o por un juez de tutela; es decir, no tiene por objeto decidir sobre la 
prestación del servicio sino sobre su financiación. En este sentido, el recobro busca 
resolver un desequilibrio económico entre el Estado y una EPS, de manera que esta 
última lo que pretende es recuperar los recursos que debió destinar para cubrir 
asistencias a las que no se considera obligada por estimar que no hacen parte de la 
cobertura del Plan de Beneficios en Salud. En ese orden, el recobro no pretende 
garantizar en forma directa que el servicio o la tecnología en salud efectivamente 
sean prestados. 
No se debe olvidar que los recobros tienen la virtualidad de permitir que los recursos 
del sistema fluyan adecuadamente y que, de esta forma, tienen repercusiones en el 
Sistema General de Seguridad Social en Salud[49]. Sin embargo, esta relación es 
meramente indirecta y condicional (circunstancial), pues materialmente el 
procedimiento de recobro constituye una controversia económica, no de salud en 
estricto sentido, que formula la EPS ante el Estado por haber asumido obligaciones 
que considera ajenas a  lo que estaba legal y reglamentariamente obligada a 
cumplir. 
25. En segundo lugar, las controversias relacionadas con el pago de recobros 
judiciales al Estado por prestaciones no incluidas en el PBS y por las devoluciones 
o glosas a las facturas entre entidades del Sistema General de Seguridad Social en 
Salud vinculan, en principio, a las Entidades Promotoras de Salud (EPS) y a la 
Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud, 
ADRES. En este tipo de controversias, en consecuencia, no intervienen afiliados, 
beneficiarios, usuarios ni empleadores. 
(…) 
29. Ahora, aunque el artículo 622 del CGP, que modificó el numeral 4º del artículo 2 
del CPTSS, fue expedido cuando la ADRES aún no se había creado, no puede 
desconocerse que se trata de una entidad administradora de los recursos del 
Sistema General de Seguridad Social en Salud y que hace parte del mismo. 

  
30. Con fundamento en lo anterior, concluye la Sala que el numeral 4º del artículo 2 
del CPTSS (en la forma como fue modificado por el artículo 622 del CGP) no es 
aplicable a las controversias relacionadas con el pago de recobros judiciales al 
Estado por prestaciones no incluidas en el PBS y por las devoluciones o glosas a 
las facturas, que se susciten entre las EPS y la ADRES, en la medida en que, como 
ya se indicó, no corresponden a litigios que, en estricto sentido, giren en torno a la 
prestación de servicios de la seguridad social. Además, porque se trata de 
controversias presentadas únicamente entre entidades administradoras, relativas a 
la financiación de un servicio que ya se prestó. 

  
31. Así las cosas –descartada la competencia de la jurisdicción ordinaria en su 
especialidad laboral y de la seguridad social–, para efectos de determinar la 
competencia para el conocimiento de este tipo de controversias, es necesario acudir 
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a la cláusula que trae el inciso primero del artículo 104 de la Ley 1437 de 2011 que 
indica que “[l]a Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para 
conocer, además de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, 
de las controversias y litigios originados en actos, contratos, hechos, 
omisiones y operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén 
involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función 
administrativa” (negrillas fuera de texto). (Subrayas del Juzgado)  

 
(…) 

 
Por lo anterior, claro resulta que, en aplicación a lo dicho por la Corte Constitucional 
en el Auto 389 de 2021, la controversia que se suscita en el presente asunto no 
debe ser resuelta por la Jurisdicción Ordinaria Laboral, y en su lugar, el Juez 
Administrativo es quien debe asumir el conocimiento de la demanda promovida por 
la EPS SANITAS S.A, en contra de la Nación (ADRES), además porque el artículo 
104 del CPACA señala que la jurisdicción de lo contencioso administrativo esta 
instituida para conocer , además de lo dispuesto en la Constitución Política y en 
leyes especiales, de las controversias y litigios originados en actos, contratos, 
hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho administrativos, en los que 
estén involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función 
administrativa, pretensiones que ya no obedecen a la prestación de un servicio si 
no a los perjuicios presuntamente ocasionados ante su falta de pago o financiación. 
 
Ahora bien, mediante auto calendado 19 de  septiembre de 2018 (fls. 354 a 356) 
esta Sede Judicial suscitó conflicto negativo de competencia con el Juzgado 35 
Administrativo de esta ciudad, remitiendo para tales efectos el expediente a la Sala 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura para que resolviera el conflicto 
planteado.  
 
Esta última autoridad, por medio de providencia del 06 de febrero de 2019 (cuaderno 
del Consejo Superior de la Judicatura), M.P. Dr. Alejandro Meza Cardales resolvió 
signar el conocimiento a la Jurisdicción Ordinaria Laboral representada en el 
presente asunto por este Juzgado. 
 
 
Si bien es indiscutible y obligatorio el cumplimiento de las decisiones del Consejo 
Superior de la Judicatura, tampoco se puede desconocer los autos de la Corte 
Constitucional como ocurre en el presente caso con oportunidad del Auto 389 de 
2021, que como ya se indicó en precedencia, en controversias como el que ocupa 
la atención de este Despacho, las mismas no pueden ser resueltas por la 
Jurisdicción Ordinaria laboral sino por el Contencioso Administrativo, como quiera 
que las peticiones corresponden a prestaciones económicas, y no, propiamente a 
una prestación de servicios conforme lo preceptuado en el numeral 4° del artículo 
2° del CPT y de la SS, modificado por el artículo 2° de la Ley 712 de 2001. 
 
Aunado a lo anterior, no debe olvidarse que, conforme lo previsto en el artículo 14 
del Acto Legislativo 02 de 2015, mediante el cual se agregó el numeral 12 y modificó 
el 11 del artículo 241 de la Constitución Política, es la Corte Constitucional la 
encargada de dirimir los conflictos de competencia que ocurran entre las distintas 
jurisdicciones, por tanto, conforme las anteriores razones sobrevinientes es que se 
dispone nuevamente la remisión de las diligencias a los Juzgados Administrativos 
de Bogotá.          
                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           
En consecuencia, se dispondrá enviar las diligencias a los Jueces Administrativos 
de esta ciudad, al no resultar competente la Jurisdicción Ordinaria Laboral para 
conocer de las pretensiones de la demanda.                    
 
Por lo anterior, se DISPONE: 
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PRIMERO: DECLARAR la FALTA DE JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA para 
conocer de la demanda, conforme lo considerado en esta providencia.  
 
SEGUNDO: REMITIR las diligencias a los JUZGADOS ADMINISTRATIVOS DE 
BOGOTÁ – REPARTO, para su conocimiento.  
 
TERCERO: Por Secretaría LÍBRESE los oficios correspondientes.   
 
N O T I F Í Q U E S E   y   C Ú M P L A S E 
 
 

 
DIANA ELISSET ALVAREZ LONDOÑO 
JUEZ 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

JUZGADO VEINTIOCHO LABORAL DEL 
CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

 
El presente auto se notifica a las partes por 
anotación en Estado N°91 fijado hoy 
21/06/2022 

 
MARIA CAROLINA BERROCAL PORTO 

SECRETARIA 
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INFORME SECRETARIAL - Bogotá D.C., 04 de mayo de 2022. Al Despacho de la 
Señora Juez, el proceso ordinario laboral No. 2016 - 0690, informando que, no 
es posible llevar a cabo la audiencia señalada en auto inmediatamente anterior. 
Sírvase proveer.   

 
MARÍA CAROLINA BERROCAL PORTO 

SECRETARIA 
 

JUZGADO VEINTIOCHO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., diecisiete (17) de junio de dos mil veintidós (2022) 

 
Visto el informe secretarial que antecede, sea esta la oportunidad para declarar la 
FALTA DE JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA de este Juzgado para seguir 
conociendo del proceso.  
 
Lo anterior, obedece a que las pretensiones de la demanda se dirigen a lograr el 
reconocimiento y pago de perjuicios irrogados a la EPS SANITAS S.A., con ocasión 
al daño antijurídico derivado del rechazo infundado de $23.686.617 los cuales 
descrinó en un numero de radicado ante el FOSYGA y con el valor del recobro. 
petición que claramente corresponden a PRESTACIONES ECONÓMICAS, y no, 
propiamente a PRESTACIÓN DE SERVICIOS conforme lo preceptuado en el 
numeral 4° del artículo 2° del CPT y de la SS, modificado por el artículo 2° de la Ley 
712 de 2001. 
 
En tal orden de ideas, esta jurisdicción no resulta ser la competente para conocer 
de la presente demanda, tal como lo consideró la Sala Laboral del Tribunal Superior 
de Distrito Judicial de Bogotá, M.P. Diego Roberto Montoya Millán, en proveído del 
2 de febrero de 2022, oportunidad en la que esa Sala de Decisión se abstuvo de 
resolver el recurso de apelación formulado por las partes en contra de la sentencia 
de primera instancia proferida por este Juzgado el 14 de diciembre de 2021 al 
interior del proceso ordinario con radicado 11001310502820190070201 promovido 
por FAMISANAR E.P.S. en contra de ADRES, en el que se discutían pretensiones 
de similares contornos relacionados con el pago de prestaciones económicas, y en 
su lugar, declaró la falta de jurisdicción y competencia para conocer de esas 
diligencias, advirtiendo que las actuaciones surtidas conservarían validez salvo la 
sentencia recurrida, respecto de la cual se señaló que resultaba ser invalida, 
ordenando a su vez a la Suscrita Juez remitir el expediente a la JURISDICCIÓN DE 
LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO en aplicación del artículo 104 del CPACA.   
 
A la anterior decisión y conclusión arribó el Tribunal tras analizar el artículo 2° de la 
Ley 712 de 2001, no solo en lo que ya se mencionó, esto es, sobre la competencia 
de esta especialidad para conocer únicamente de la “prestación de servicios”, y no 
de prestaciones económicas a cargo del sistema, sino también en el hecho que las 
controversias de la jurisdicción ordinaria laboral deben darse en escenarios en los 
que las partes correspondan entre afiliados, beneficiarios o usuarios, los 
empleadores y las entidades administradoras o prestadoras pero no entre estas 
últimas como precisamente ocurre en el presente asunto en que la parta activa es 
EPS SANITAS S.A.  y las convocadas la Nación – Ministerio de Salud y Protección 
Social y la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social 
en Salud – ADRES. 
 
Para tales efectos, el Tribunal argumentó su decisión al citar lo considerado por la 
Corte Constitucional en Auto 389 de 2021, para decir en síntesis que los procesos 
judiciales de recobros, no hacen parte de una controversia relativa a la prestación 
de servicios de la seguridad social, al agregar que el objeto a decidir ya no versa 
sobre la prestación de un servicio sino su financiación.  
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Así las cosas, para efectos de la decisión resulta imprescindible reproducir en lo 
fundamental, lo dicho por la Corte Constitucional al respecto en Auto 389 de 2021:  

(…) 
17. Por su parte, la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia, en el auto del 12 de 
abril de 2018 consideró que tales asuntos deben resolverse en la jurisdicción 
contenciosa administrativa, por expresa competencia de la Ley 1437 de 2011. En 
particular, consideró que el FOSYGA al glosar, devolver o rechazar las solicitudes 
de recobro por servicios, medicamentos o tratamientos no incluidos en el Plan 
Obligatorio de Salud, asume actuar en nombre y representación del Estado y, por 
tanto, su decisión constituye acto administrativo, particular y concreto, cuya 
controversia debe zanjarse en la jurisdicción contenciosa administrativa. 
Competencia que se refuerza con lo señalado en el artículo 41 de la Ley 1122 de 
2007 y el artículo 11 de la Ley 1608 de 2013, pues dichas normas prevén que “la 
Superintendencia de Salud puede conocer, a prevención, como juez 
administrativo, de los litigios atinentes a los recobros referidos, en este evento es 
aplicable el medio de control de reparación directa” (negrillas originales). 
18. Teniendo en cuenta las anteriores decisiones, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria 
del Consejo Superior de la Judicatura, el 4 de septiembre de 2019, profirió un auto 
de unificación en el cual dirimió un conflicto negativo de competencia en un tema 
análogo al estudiado en esta ocasión. En esa oportunidad, luego de realizar un 
estudio de (i) la cláusula general o residual de competencia de la jurisdicción 
ordinaria, en su especialidad laboral, y (ii) el criterio exclusivo y excluyente realizado 
con la asignación de los litigios previstos en el numeral 4º del artículo 104 de la Ley 
1437 de 2011, fijó la regla de unificación en el sentido de que la jurisdicción 
competente es la ordinaria en su especialidad laboral y de seguridad social. 
19. Frente a la tensión expuesta, la Sala procederá a estudiar las disposiciones 
normativas ya señaladas y algunos precedentes fijados por esta Corporación. 
20. Resulta importante hacer referencia a la Sentencia C-1027 de 2002, en la que 
la Corte estudió una demanda presentada en contra del numeral 4º del artículo 2 de 
Ley 712 de 2001, en su versión original. En esa ocasión la Corporación concluyó 
que “en el artículo 2 de la ley en mención se regula la competencia general de la 
jurisdicción ordinaria ‘en sus especialidades laboral y de seguridad social’” 
(negrillas fuera de texto), siendo enfática al señalar que la unidad conceptual de la 
seguridad social integral, sumada a las características propias de la conflictividad 
que gira en torno a la materia, demandan la existencia de un proceso especial y de 
una jurisdicción también especializada que pueda dirimir tales controversias. En ese 
orden, dijo que “no cabe duda de que el legislador es el llamado a diseñar el régimen 
jurídico de la seguridad social con sujeción a los principios superiores de eficiencia, 
universalidad y solidaridad, facultad que implica también la asignación de las 
competencias jurisdiccionales para el conocimiento de las controversias sobre esta 
materia”. Cuestión última que dio lugar a la conclusión de que la especialización de 
la justicia ordinaria laboral “corresponde al sentido unificado del sistema de 
seguridad social integral querido por el constituyente. Unidad del sistema que se 
proyecta en la unidad de la jurisdicción”[42]. 
21. Una lectura armónica de los artículos 15 y 622 de la Ley 1564 de 2012, de los 
numerales 4º y 5ºdel artículo 2 de la Ley 712 de 2001 y del artículo 12 de la Ley 270 
de 1996, permite reiterar que corresponde a la jurisdicción ordinaria, en su 
especialidad laboral y de seguridad social, la competencia general para dirimir 
las controversias relativas a la prestación de los servicios de la seguridad 
social. Exceptuándose de dicho marco los asuntos, (i) de responsabilidad médica y 
los relacionados con contratos, y (ii) aquellos que por disposición expresa del 
legislador le sean asignados a otras autoridades judiciales. Así, en atención a la 
cláusula general de competencia, son los jueces laborales los competentes para 
conocer de las controversias relativas a la prestación de los servicios de la 
seguridad social y de la ejecución de obligaciones emanadas del sistema de 
seguridad social integral que no correspondan a otra autoridad. 
22. Dicha competencia en cabeza de los jueces laborales tiene importancia para la 
Corte Constitucional, pues la remisión de los asuntos de la seguridad social a dichos 
juzgados supone que “el nuevo estatuto procesal del trabajo reconoce 
expresamente la autonomía conceptual que al tenor de lo dispuesto en el artículo 
48 Fundamental ha adquirido la disciplina de la seguridad social, asignándole a la 
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jurisdicción ordinaria laboral el conocimiento de los asuntos relacionados con el 
sistema de seguridad social integral en los términos señalados en el numeral 4° del 
artículo 2° de la Ley 712 de 2001”[48]. 
23. Entonces, de acuerdo con el artículo 622 de la Ley 1564 de 2012, que modificó 
el numeral 4º del artículo 2 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, 
es claro que en los jueces laborales recae la competencia general para dirimir 
las controversias relativas a la prestación de los servicios de la seguridad 
social que se susciten entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los empleadores 
y las entidades administradoras o prestadoras. Así, es necesario examinar, en el 
caso que estudia la Sala, primero, si las controversias referidas a los recobros 
corresponden a la prestación de servicios de la seguridad social, y, segundo, si se 
trata de una controversia entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los 
empleadores y las entidades administradoras o prestadoras. 
24. La Sala encuentra, en primer lugar, que el proceso judicial de recobro no 
corresponde, en estricto sentido, a una controversia relativa a la prestación de 
servicios de la seguridad social. Dicho procedimiento se adelanta cuando ya la 
entidad prestó el servicio (el tratamiento o el suministro del insumo excluido del 
PBS), en virtud de la orden proferida por un comité técnico científico –en su 
momento– o por un juez de tutela; es decir, no tiene por objeto decidir sobre la 
prestación del servicio sino sobre su financiación. En este sentido, el recobro busca 
resolver un desequilibrio económico entre el Estado y una EPS, de manera que esta 
última lo que pretende es recuperar los recursos que debió destinar para cubrir 
asistencias a las que no se considera obligada por estimar que no hacen parte de la 
cobertura del Plan de Beneficios en Salud. En ese orden, el recobro no pretende 
garantizar en forma directa que el servicio o la tecnología en salud efectivamente 
sean prestados. 
No se debe olvidar que los recobros tienen la virtualidad de permitir que los recursos 
del sistema fluyan adecuadamente y que, de esta forma, tienen repercusiones en el 
Sistema General de Seguridad Social en Salud[49]. Sin embargo, esta relación es 
meramente indirecta y condicional (circunstancial), pues materialmente el 
procedimiento de recobro constituye una controversia económica, no de salud en 
estricto sentido, que formula la EPS ante el Estado por haber asumido obligaciones 
que considera ajenas a  lo que estaba legal y reglamentariamente obligada a 
cumplir. 
25. En segundo lugar, las controversias relacionadas con el pago de recobros 
judiciales al Estado por prestaciones no incluidas en el PBS y por las devoluciones 
o glosas a las facturas entre entidades del Sistema General de Seguridad Social en 
Salud vinculan, en principio, a las Entidades Promotoras de Salud (EPS) y a la 
Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud, 
ADRES. En este tipo de controversias, en consecuencia, no intervienen afiliados, 
beneficiarios, usuarios ni empleadores. 
(…) 
29. Ahora, aunque el artículo 622 del CGP, que modificó el numeral 4º del artículo 2 
del CPTSS, fue expedido cuando la ADRES aún no se había creado, no puede 
desconocerse que se trata de una entidad administradora de los recursos del 
Sistema General de Seguridad Social en Salud y que hace parte del mismo. 

  
30. Con fundamento en lo anterior, concluye la Sala que el numeral 4º del artículo 2 
del CPTSS (en la forma como fue modificado por el artículo 622 del CGP) no es 
aplicable a las controversias relacionadas con el pago de recobros judiciales al 
Estado por prestaciones no incluidas en el PBS y por las devoluciones o glosas a 
las facturas, que se susciten entre las EPS y la ADRES, en la medida en que, como 
ya se indicó, no corresponden a litigios que, en estricto sentido, giren en torno a la 
prestación de servicios de la seguridad social. Además, porque se trata de 
controversias presentadas únicamente entre entidades administradoras, relativas a 
la financiación de un servicio que ya se prestó. 

  
31. Así las cosas –descartada la competencia de la jurisdicción ordinaria en su 
especialidad laboral y de la seguridad social–, para efectos de determinar la 
competencia para el conocimiento de este tipo de controversias, es necesario acudir 
a la cláusula que trae el inciso primero del artículo 104 de la Ley 1437 de 2011 que 
indica que “[l]a Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para 
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conocer, además de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, 
de las controversias y litigios originados en actos, contratos, hechos, 
omisiones y operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén 
involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función 
administrativa” (negrillas fuera de texto). (Subrayas del Juzgado)  

 
(…) 

 
Por lo anterior, claro resulta que, en aplicación a lo dicho por la Corte Constitucional 
en el Auto 389 de 2021, la controversia que se suscita en el presente asunto no 
debe ser resuelta por la Jurisdicción Ordinaria Laboral, y en su lugar, el Juez 
Administrativo es quien debe asumir el conocimiento de la demanda promovida por 
la EPS SANITAS S.A, en contra de la Nación (ADRES), además porque el artículo 
104 del CPACA señala que la jurisdicción de lo contencioso administrativo esta 
instituida para conocer , además de lo dispuesto en la Constitución Política y en 
leyes especiales, de las controversias y litigios originados en actos, contratos, 
hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho administrativos, en los que 
estén involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función 
administrativa, pretensiones que ya no obedecen a la prestación de un servicio si 
no a los perjuicios presuntamente ocasionados ante su falta de pago o financiación. 
 
Ahora bien, mediante auto calendado 15 de mayo de 2017 (fls. 13-15 cuaderno 
Tribunal) el Tribunal Superior de Bogotá- Sala laboral,  declaro la falta de jurisdicción 
y competencia, ordenando remitir las diligencias a los Juzgados Administrativos, a 
fin de que asumiera el conocimiento del presente proceso, la cual estuvo 
representada por el Juzgado 63 Administrativo del  Circuito de Bogotá, quien suscitó 
el conflicto negativo de competencia remitiendo para tales efectos el expediente a 
la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura para que resolviera el 
conflicto planteado.  
 
 
Esta última autoridad, por medio de providencia del 06 de febrero de 2019 (cuaderno 
del Consejo Superior de la Judicatura), M.P. Dr. Alejandro Meza Cardales resolvió 
signar el conocimiento a la Jurisdicción Ordinaria Laboral representada en el 
presente asunto por este Juzgado. 
 
 
Si bien es indiscutible y obligatorio el cumplimiento de las decisiones del Consejo 
Superior de la Judicatura, tampoco se puede desconocer los autos de la Corte 
Constitucional como ocurre en el presente caso con oportunidad del Auto 389 de 
2021, que como ya se indicó en precedencia, en controversias como el que ocupa 
la atención de este Despacho, las mismas no pueden ser resueltas por la 
Jurisdicción Ordinaria laboral sino por el Contencioso Administrativo, como quiera 
que las peticiones corresponden a prestaciones económicas, y no, propiamente a 
una prestación de servicios conforme lo preceptuado en el numeral 4° del artículo 
2° del CPT y de la SS, modificado por el artículo 2° de la Ley 712 de 2001. 
 
Aunado a lo anterior, no debe olvidarse que, conforme lo previsto en el artículo 14 
del Acto Legislativo 02 de 2015, mediante el cual se agregó el numeral 12 y modificó 
el 11 del artículo 241 de la Constitución Política, es la Corte Constitucional la 
encargada de dirimir los conflictos de competencia que ocurran entre las distintas 
jurisdicciones, por tanto, conforme las anteriores razones sobrevinientes es que se 
dispone nuevamente la remisión de las diligencias a los Juzgados Administrativos 
de Bogotá.          
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En consecuencia, se dispondrá enviar las diligencias a los Jueces Administrativos 
de esta ciudad, al no resultar competente la Jurisdicción Ordinaria Laboral para 
conocer de las pretensiones de la demanda.                    
 
Por lo anterior, se DISPONE: 
 
PRIMERO: DECLARAR la FALTA DE JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA para 
conocer de la demanda, conforme lo considerado en esta providencia.  
 
SEGUNDO: REMITIR las diligencias a los JUZGADOS ADMINISTRATIVOS DE 
BOGOTÁ – REPARTO, para su conocimiento.  
 
TERCERO: Por Secretaría LÍBRESE los oficios correspondientes.   
 
N O T I F Í Q U E S E   y   C Ú M P L A S E 
 
 

 
DIANA ELISSET ALVAREZ LONDOÑO 
JUEZ 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

JUZGADO VEINTIOCHO LABORAL DEL 
CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

 
El presente auto se notifica a las partes por 
anotación en Estado N°91 fijado hoy 
21/06/2022 

 
MARIA CAROLINA BERROCAL PORTO 

SECRETARIA 
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INFORME SECRETARIAL - Bogotá D.C., 04 de mayo de 2022. Al Despacho de la 
Señora Juez, el proceso ordinario laboral No. 2018 - 0278, informando que, la 
audiencia señalada en auto inmediatamente anterior no se llevó a cabo. Sírvase 
proveer.   

 
MARÍA CAROLINA BERROCAL PORTO 

SECRETARIA 
 

JUZGADO VEINTIOCHO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., diecisiete (17) de junio de dos mil veintidós (2022) 

 
Visto el informe secretarial que antecede, sea esta la oportunidad para declarar la 
FALTA DE JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA de este Juzgado para seguir 
conociendo del proceso.  
 
Lo anterior, obedece a que las pretensiones de la demanda se dirigen a lograr el 
reconocimiento y pago de sumas de dinero que fueron asumidas por la EPS 
SANITAS S.A., relacionadas con los gastos en que incurrió por razón de la cobertura 
efectiva y de la garantía de acceso a servicios y procedimientos no incorporados o 
excluidos del POS, petición que claramente corresponden a PRESTACIONES 
ECONÓMICAS, y no, propiamente a PRESTACIÓN DE SERVICIOS conforme lo 
preceptuado en el numeral 4° del artículo 2° del CPT y de la SS, modificado por el 
artículo 2° de la Ley 712 de 2001. 
 
En tal orden de ideas, esta jurisdicción no resulta ser la competente para conocer 
de la presente demanda, tal como lo consideró la Sala Laboral del Tribunal Superior 
de Distrito Judicial de Bogotá, M.P. Diego Roberto Montoya Millán, en proveído del 
2 de febrero de 2022, oportunidad en la que esa Sala de Decisión se abstuvo de 
resolver el recurso de apelación formulado por las partes en contra de la sentencia 
de primera instancia proferida por este Juzgado el 14 de diciembre de 2021 al 
interior del proceso ordinario con radicado 11001310502820190070201 promovido 
por FAMISANAR E.P.S. en contra de ADRES, en el que se discutían pretensiones 
de similares contornos relacionados con el pago de prestaciones económicas, y en 
su lugar, declaró la falta de jurisdicción y competencia para conocer de esas 
diligencias, advirtiendo que las actuaciones surtidas conservarían validez salvo la 
sentencia recurrida, respecto de la cual se señaló que resultaba ser invalida, 
ordenando a su vez a la Suscrita Juez remitir el expediente a la JURISDICCIÓN DE 
LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO en aplicación del artículo 104 del CPACA.   
 
A la anterior decisión y conclusión arribó el Tribunal tras analizar el artículo 2° de la 
Ley 712 de 2001, no solo en lo que ya se mencionó, esto es, sobre la competencia 
de esta especialidad para conocer únicamente de la “prestación de servicios”, y no 
de prestaciones económicas a cargo del sistema, sino también en el hecho que las 
controversias de la jurisdicción ordinaria laboral deben darse en escenarios en los 
que las partes correspondan entre afiliados, beneficiarios o usuarios, los 
empleadores y las entidades administradoras o prestadoras pero no entre estas 
últimas como precisamente ocurre en el presente asunto en que la parta activa es 
EPS SANITAS S.A.  y las convocadas la Nación – Ministerio de Salud y Protección 
Social y la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social 
en Salud – ADRES. 
 
Para tales efectos, el Tribunal argumentó su decisión al citar lo considerado por la 
Corte Constitucional en Auto 389 de 2021, para decir en síntesis que los procesos 
judiciales de recobros, no hacen parte de una controversia relativa a la prestación 
de servicios de la seguridad social, al agregar que el objeto a decidir ya no versa 
sobre la prestación de un servicio sino su financiación.  



Apc** 
 

 
Así las cosas, para efectos de la decisión resulta imprescindible reproducir en lo 
fundamental, lo dicho por la Corte Constitucional al respecto en Auto 389 de 2021:  

(…) 
17. Por su parte, la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia, en el auto del 12 de 
abril de 2018 consideró que tales asuntos deben resolverse en la jurisdicción 
contenciosa administrativa, por expresa competencia de la Ley 1437 de 2011. En 
particular, consideró que el FOSYGA al glosar, devolver o rechazar las solicitudes 
de recobro por servicios, medicamentos o tratamientos no incluidos en el Plan 
Obligatorio de Salud, asume actuar en nombre y representación del Estado y, por 
tanto, su decisión constituye acto administrativo, particular y concreto, cuya 
controversia debe zanjarse en la jurisdicción contenciosa administrativa. 
Competencia que se refuerza con lo señalado en el artículo 41 de la Ley 1122 de 
2007 y el artículo 11 de la Ley 1608 de 2013, pues dichas normas prevén que “la 
Superintendencia de Salud puede conocer, a prevención, como juez 
administrativo, de los litigios atinentes a los recobros referidos, en este evento es 
aplicable el medio de control de reparación directa” (negrillas originales). 
18. Teniendo en cuenta las anteriores decisiones, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria 
del Consejo Superior de la Judicatura, el 4 de septiembre de 2019, profirió un auto 
de unificación en el cual dirimió un conflicto negativo de competencia en un tema 
análogo al estudiado en esta ocasión. En esa oportunidad, luego de realizar un 
estudio de (i) la cláusula general o residual de competencia de la jurisdicción 
ordinaria, en su especialidad laboral, y (ii) el criterio exclusivo y excluyente realizado 
con la asignación de los litigios previstos en el numeral 4º del artículo 104 de la Ley 
1437 de 2011, fijó la regla de unificación en el sentido de que la jurisdicción 
competente es la ordinaria en su especialidad laboral y de seguridad social. 
19. Frente a la tensión expuesta, la Sala procederá a estudiar las disposiciones 
normativas ya señaladas y algunos precedentes fijados por esta Corporación. 
20. Resulta importante hacer referencia a la Sentencia C-1027 de 2002, en la que 
la Corte estudió una demanda presentada en contra del numeral 4º del artículo 2 de 
Ley 712 de 2001, en su versión original. En esa ocasión la Corporación concluyó 
que “en el artículo 2 de la ley en mención se regula la competencia general de la 
jurisdicción ordinaria ‘en sus especialidades laboral y de seguridad social’” 
(negrillas fuera de texto), siendo enfática al señalar que la unidad conceptual de la 
seguridad social integral, sumada a las características propias de la conflictividad 
que gira en torno a la materia, demandan la existencia de un proceso especial y de 
una jurisdicción también especializada que pueda dirimir tales controversias. En ese 
orden, dijo que “no cabe duda de que el legislador es el llamado a diseñar el régimen 
jurídico de la seguridad social con sujeción a los principios superiores de eficiencia, 
universalidad y solidaridad, facultad que implica también la asignación de las 
competencias jurisdiccionales para el conocimiento de las controversias sobre esta 
materia”. Cuestión última que dio lugar a la conclusión de que la especialización de 
la justicia ordinaria laboral “corresponde al sentido unificado del sistema de 
seguridad social integral querido por el constituyente. Unidad del sistema que se 
proyecta en la unidad de la jurisdicción”[42]. 
21. Una lectura armónica de los artículos 15 y 622 de la Ley 1564 de 2012, de los 
numerales 4º y 5ºdel artículo 2 de la Ley 712 de 2001 y del artículo 12 de la Ley 270 
de 1996, permite reiterar que corresponde a la jurisdicción ordinaria, en su 
especialidad laboral y de seguridad social, la competencia general para dirimir 
las controversias relativas a la prestación de los servicios de la seguridad 
social. Exceptuándose de dicho marco los asuntos, (i) de responsabilidad médica y 
los relacionados con contratos, y (ii) aquellos que por disposición expresa del 
legislador le sean asignados a otras autoridades judiciales. Así, en atención a la 
cláusula general de competencia, son los jueces laborales los competentes para 
conocer de las controversias relativas a la prestación de los servicios de la 
seguridad social y de la ejecución de obligaciones emanadas del sistema de 
seguridad social integral que no correspondan a otra autoridad. 
22. Dicha competencia en cabeza de los jueces laborales tiene importancia para la 
Corte Constitucional, pues la remisión de los asuntos de la seguridad social a dichos 
juzgados supone que “el nuevo estatuto procesal del trabajo reconoce 
expresamente la autonomía conceptual que al tenor de lo dispuesto en el artículo 
48 Fundamental ha adquirido la disciplina de la seguridad social, asignándole a la 

https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/autos/2021/A389-21.htm#_ftn42
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jurisdicción ordinaria laboral el conocimiento de los asuntos relacionados con el 
sistema de seguridad social integral en los términos señalados en el numeral 4° del 
artículo 2° de la Ley 712 de 2001”[48]. 
23. Entonces, de acuerdo con el artículo 622 de la Ley 1564 de 2012, que modificó 
el numeral 4º del artículo 2 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, 
es claro que en los jueces laborales recae la competencia general para dirimir 
las controversias relativas a la prestación de los servicios de la seguridad 
social que se susciten entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los empleadores 
y las entidades administradoras o prestadoras. Así, es necesario examinar, en el 
caso que estudia la Sala, primero, si las controversias referidas a los recobros 
corresponden a la prestación de servicios de la seguridad social, y, segundo, si se 
trata de una controversia entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los 
empleadores y las entidades administradoras o prestadoras. 
24. La Sala encuentra, en primer lugar, que el proceso judicial de recobro no 
corresponde, en estricto sentido, a una controversia relativa a la prestación de 
servicios de la seguridad social. Dicho procedimiento se adelanta cuando ya la 
entidad prestó el servicio (el tratamiento o el suministro del insumo excluido del 
PBS), en virtud de la orden proferida por un comité técnico científico –en su 
momento– o por un juez de tutela; es decir, no tiene por objeto decidir sobre la 
prestación del servicio sino sobre su financiación. En este sentido, el recobro busca 
resolver un desequilibrio económico entre el Estado y una EPS, de manera que esta 
última lo que pretende es recuperar los recursos que debió destinar para cubrir 
asistencias a las que no se considera obligada por estimar que no hacen parte de la 
cobertura del Plan de Beneficios en Salud. En ese orden, el recobro no pretende 
garantizar en forma directa que el servicio o la tecnología en salud efectivamente 
sean prestados. 
No se debe olvidar que los recobros tienen la virtualidad de permitir que los recursos 
del sistema fluyan adecuadamente y que, de esta forma, tienen repercusiones en el 
Sistema General de Seguridad Social en Salud[49]. Sin embargo, esta relación es 
meramente indirecta y condicional (circunstancial), pues materialmente el 
procedimiento de recobro constituye una controversia económica, no de salud en 
estricto sentido, que formula la EPS ante el Estado por haber asumido obligaciones 
que considera ajenas a  lo que estaba legal y reglamentariamente obligada a 
cumplir. 
25. En segundo lugar, las controversias relacionadas con el pago de recobros 
judiciales al Estado por prestaciones no incluidas en el PBS y por las devoluciones 
o glosas a las facturas entre entidades del Sistema General de Seguridad Social en 
Salud vinculan, en principio, a las Entidades Promotoras de Salud (EPS) y a la 
Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud, 
ADRES. En este tipo de controversias, en consecuencia, no intervienen afiliados, 
beneficiarios, usuarios ni empleadores. 
(…) 
29. Ahora, aunque el artículo 622 del CGP, que modificó el numeral 4º del artículo 2 
del CPTSS, fue expedido cuando la ADRES aún no se había creado, no puede 
desconocerse que se trata de una entidad administradora de los recursos del 
Sistema General de Seguridad Social en Salud y que hace parte del mismo. 

  
30. Con fundamento en lo anterior, concluye la Sala que el numeral 4º del artículo 2 
del CPTSS (en la forma como fue modificado por el artículo 622 del CGP) no es 
aplicable a las controversias relacionadas con el pago de recobros judiciales al 
Estado por prestaciones no incluidas en el PBS y por las devoluciones o glosas a 
las facturas, que se susciten entre las EPS y la ADRES, en la medida en que, como 
ya se indicó, no corresponden a litigios que, en estricto sentido, giren en torno a la 
prestación de servicios de la seguridad social. Además, porque se trata de 
controversias presentadas únicamente entre entidades administradoras, relativas a 
la financiación de un servicio que ya se prestó. 

  
31. Así las cosas –descartada la competencia de la jurisdicción ordinaria en su 
especialidad laboral y de la seguridad social–, para efectos de determinar la 
competencia para el conocimiento de este tipo de controversias, es necesario acudir 
a la cláusula que trae el inciso primero del artículo 104 de la Ley 1437 de 2011 que 
indica que “[l]a Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para 

https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/autos/2021/A389-21.htm#_ftn48
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conocer, además de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, 
de las controversias y litigios originados en actos, contratos, hechos, 
omisiones y operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén 
involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función 
administrativa” (negrillas fuera de texto). (Subrayas del Juzgado)  

 
(…) 

 
Por lo anterior, claro resulta que, en aplicación a lo dicho por la Corte Constitucional 
en el Auto 389 de 2021, la controversia que se suscita en el presente asunto no 
debe ser resuelta por la Jurisdicción Ordinaria Laboral, y en su lugar, el Juez 
Administrativo es quien debe asumir el conocimiento de la demanda promovida por 
la EPS SANITAS S.A, en contra de la Nación (ADRES), además porque el artículo 
104 del CPACA señala que la jurisdicción de lo contencioso administrativo esta 
instituida para conocer , además de lo dispuesto en la Constitución Política y en 
leyes especiales, de las controversias y litigios originados en actos, contratos, 
hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho administrativos, en los que 
estén involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función 
administrativa, pretensiones que ya no obedecen a la prestación de un servicio si 
no a los perjuicios presuntamente ocasionados ante su falta de pago o financiación. 
 
Ahora bien, mediante auto calendado 20 de junio de 2018 (fls. 72 y 73) esta Sede 
Judicial, declaro la falta de jurisdicción y competencia, ordenando remitir las 
diligencias a los Juzgados Administrativos, a fin de que asumiera el conocimiento 
del presente proceso, la cual estuvo representada por el Juzgado 31 Administrativo 
del Circuito de Bogotá, quien suscitó el conflicto negativo de competencia remitiendo 
para tales efectos el expediente a la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la 
Judicatura para que resolviera el conflicto planteado.  
 
 
Esta última autoridad, por medio de providencia del 27 de febrero de 2019 (cuaderno 
del Consejo Superior de la Judicatura), M.P. Dr. Fidalgo Javier Estupiñan Carvajal 
resolvió signar el conocimiento a la Jurisdicción Ordinaria Laboral representada en 
el presente asunto por este Juzgado. 
 
 
Si bien es indiscutible y obligatorio el cumplimiento de las decisiones del Consejo 
Superior de la Judicatura, tampoco se puede desconocer los autos de la Corte 
Constitucional como ocurre en el presente caso con oportunidad del Auto 389 de 
2021, que como ya se indicó en precedencia, en controversias como el que ocupa 
la atención de este Despacho, las mismas no pueden ser resueltas por la 
Jurisdicción Ordinaria laboral sino por el Contencioso Administrativo, como quiera 
que las peticiones corresponden a prestaciones económicas, y no, propiamente a 
una prestación de servicios conforme lo preceptuado en el numeral 4° del artículo 
2° del CPT y de la SS, modificado por el artículo 2° de la Ley 712 de 2001. 
 
Aunado a lo anterior, no debe olvidarse que, conforme lo previsto en el artículo 14 
del Acto Legislativo 02 de 2015, mediante el cual se agregó el numeral 12 y modificó 
el 11 del artículo 241 de la Constitución Política, es la Corte Constitucional la 
encargada de dirimir los conflictos de competencia que ocurran entre las distintas 
jurisdicciones, por tanto, conforme las anteriores razones sobrevinientes es que se 
dispone nuevamente la remisión de las diligencias a los Juzgados Administrativos 
de Bogotá.          
                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           
En consecuencia, se dispondrá enviar las diligencias a los Jueces Administrativos 
de esta ciudad, al no resultar competente la Jurisdicción Ordinaria Laboral para 
conocer de las pretensiones de la demanda.                    
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Por lo anterior, se DISPONE: 
 
PRIMERO: DECLARAR la FALTA DE JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA para 
conocer de la demanda, conforme lo considerado en esta providencia.  
 
SEGUNDO: REMITIR las diligencias a los JUZGADOS ADMINISTRATIVOS DE 
BOGOTÁ – REPARTO, para su conocimiento.  
 
TERCERO: Por Secretaría LÍBRESE los oficios correspondientes.   
 
N O T I F Í Q U E S E   y   C Ú M P L A S E 
 
 

 
DIANA ELISSET ALVAREZ LONDOÑO 
JUEZ 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

JUZGADO VEINTIOCHO LABORAL DEL 
CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

 
El presente auto se notifica a las partes por 
anotación en Estado N°91 fijado hoy 
21/06/2022 

 
MARIA CAROLINA BERROCAL PORTO 

SECRETARIA 
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INFORME SECRETARIAL - Bogotá D.C., 04 de mayo de 2022. Al Despacho de la 
Señora Juez, el proceso ordinario laboral No. 2018 - 0195, informando que, la 
audiencia señalada en auto inmediatamente anterior no se llevó a cabo. Sírvase 
proveer.   

 
MARÍA CAROLINA BERROCAL PORTO 

SECRETARIA 
 

JUZGADO VEINTIOCHO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., diecisiete (17) de junio de dos mil veintidós (2022) 

 
Visto el informe secretarial que antecede, sea esta la oportunidad para declarar la 
FALTA DE JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA de este Juzgado para seguir 
conociendo del proceso.  
 
Lo anterior, obedece a que las pretensiones de la demanda se dirigen a lograr el 
reconocimiento y pago de perjuicios derivados del NO PAGO de los medicamentos, 
procedimientos, servicios, tratamientos y tecnologías médicas que fueron 
ordenados por médicos tratantes a sus afiliados, y no cubiertos por el POS, petición 
que claramente corresponden a PRESTACIONES ECONÓMICAS, y no, 
propiamente a PRESTACIÓN DE SERVICIOS conforme lo preceptuado en el 
numeral 4° del artículo 2° del CPT y de la SS, modificado por el artículo 2° de la Ley 
712 de 2001. 
 
En tal orden de ideas, esta jurisdicción no resulta ser la competente para conocer 
de la presente demanda, tal como lo consideró la Sala Laboral del Tribunal Superior 
de Distrito Judicial de Bogotá, M.P. Diego Roberto Montoya Millán, en proveído del 
2 de febrero de 2022, oportunidad en la que esa Sala de Decisión se abstuvo de 
resolver el recurso de apelación formulado por las partes en contra de la sentencia 
de primera instancia proferida por este Juzgado el 14 de diciembre de 2021 al 
interior del proceso ordinario con radicado 11001310502820190070201 promovido 
por FAMISANAR E.P.S. en contra de ADRES, en el que se discutían pretensiones 
de similares contornos relacionados con el pago de prestaciones económicas, y en 
su lugar, declaró la falta de jurisdicción y competencia para conocer de esas 
diligencias, advirtiendo que las actuaciones surtidas conservarían validez salvo la 
sentencia recurrida, respecto de la cual se señaló que resultaba ser invalida, 
ordenando a su vez a la Suscrita Juez remitir el expediente a la JURISDICCIÓN DE 
LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO en aplicación del artículo 104 del CPACA.   
 
A la anterior decisión y conclusión arribó el Tribunal tras analizar el artículo 2° de la 
Ley 712 de 2001, no solo en lo que ya se mencionó, esto es, sobre la competencia 
de esta especialidad para conocer únicamente de la “prestación de servicios”, y no 
de prestaciones económicas a cargo del sistema, sino también en el hecho que las 
controversias de la jurisdicción ordinaria laboral deben darse en escenarios en los 
que las partes correspondan entre afiliados, beneficiarios o usuarios, los 
empleadores y las entidades administradoras o prestadoras pero no entre estas 
últimas como precisamente ocurre en el presente asunto en que la parta activa es 
COMFAMA.  y las convocadas la Nación – Ministerio de Salud y Protección Social 
y la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en 
Salud – ADRES. 
 
Para tales efectos, el Tribunal argumentó su decisión al citar lo considerado por la 
Corte Constitucional en Auto 389 de 2021, para decir en síntesis que los procesos 
judiciales de recobros, no hacen parte de una controversia relativa a la prestación 
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de servicios de la seguridad social, al agregar que el objeto a decidir ya no versa 
sobre la prestación de un servicio sino su financiación.  
 
Así las cosas, para efectos de la decisión resulta imprescindible reproducir en lo 
fundamental, lo dicho por la Corte Constitucional al respecto en Auto 389 de 2021:  

(…) 
17. Por su parte, la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia, en el auto del 12 de 
abril de 2018 consideró que tales asuntos deben resolverse en la jurisdicción 
contenciosa administrativa, por expresa competencia de la Ley 1437 de 2011. En 
particular, consideró que el FOSYGA al glosar, devolver o rechazar las solicitudes 
de recobro por servicios, medicamentos o tratamientos no incluidos en el Plan 
Obligatorio de Salud, asume actuar en nombre y representación del Estado y, por 
tanto, su decisión constituye acto administrativo, particular y concreto, cuya 
controversia debe zanjarse en la jurisdicción contenciosa administrativa. 
Competencia que se refuerza con lo señalado en el artículo 41 de la Ley 1122 de 
2007 y el artículo 11 de la Ley 1608 de 2013, pues dichas normas prevén que “la 
Superintendencia de Salud puede conocer, a prevención, como juez 
administrativo, de los litigios atinentes a los recobros referidos, en este evento es 
aplicable el medio de control de reparación directa” (negrillas originales). 
18. Teniendo en cuenta las anteriores decisiones, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria 
del Consejo Superior de la Judicatura, el 4 de septiembre de 2019, profirió un auto 
de unificación en el cual dirimió un conflicto negativo de competencia en un tema 
análogo al estudiado en esta ocasión. En esa oportunidad, luego de realizar un 
estudio de (i) la cláusula general o residual de competencia de la jurisdicción 
ordinaria, en su especialidad laboral, y (ii) el criterio exclusivo y excluyente realizado 
con la asignación de los litigios previstos en el numeral 4º del artículo 104 de la Ley 
1437 de 2011, fijó la regla de unificación en el sentido de que la jurisdicción 
competente es la ordinaria en su especialidad laboral y de seguridad social. 
19. Frente a la tensión expuesta, la Sala procederá a estudiar las disposiciones 
normativas ya señaladas y algunos precedentes fijados por esta Corporación. 
20. Resulta importante hacer referencia a la Sentencia C-1027 de 2002, en la que 
la Corte estudió una demanda presentada en contra del numeral 4º del artículo 2 de 
Ley 712 de 2001, en su versión original. En esa ocasión la Corporación concluyó 
que “en el artículo 2 de la ley en mención se regula la competencia general de la 
jurisdicción ordinaria ‘en sus especialidades laboral y de seguridad social’” 
(negrillas fuera de texto), siendo enfática al señalar que la unidad conceptual de la 
seguridad social integral, sumada a las características propias de la conflictividad 
que gira en torno a la materia, demandan la existencia de un proceso especial y de 
una jurisdicción también especializada que pueda dirimir tales controversias. En ese 
orden, dijo que “no cabe duda de que el legislador es el llamado a diseñar el régimen 
jurídico de la seguridad social con sujeción a los principios superiores de eficiencia, 
universalidad y solidaridad, facultad que implica también la asignación de las 
competencias jurisdiccionales para el conocimiento de las controversias sobre esta 
materia”. Cuestión última que dio lugar a la conclusión de que la especialización de 
la justicia ordinaria laboral “corresponde al sentido unificado del sistema de 
seguridad social integral querido por el constituyente. Unidad del sistema que se 
proyecta en la unidad de la jurisdicción”[42]. 
21. Una lectura armónica de los artículos 15 y 622 de la Ley 1564 de 2012, de los 
numerales 4º y 5ºdel artículo 2 de la Ley 712 de 2001 y del artículo 12 de la Ley 270 
de 1996, permite reiterar que corresponde a la jurisdicción ordinaria, en su 
especialidad laboral y de seguridad social, la competencia general para dirimir 
las controversias relativas a la prestación de los servicios de la seguridad 
social. Exceptuándose de dicho marco los asuntos, (i) de responsabilidad médica y 
los relacionados con contratos, y (ii) aquellos que por disposición expresa del 
legislador le sean asignados a otras autoridades judiciales. Así, en atención a la 
cláusula general de competencia, son los jueces laborales los competentes para 
conocer de las controversias relativas a la prestación de los servicios de la 
seguridad social y de la ejecución de obligaciones emanadas del sistema de 
seguridad social integral que no correspondan a otra autoridad. 
22. Dicha competencia en cabeza de los jueces laborales tiene importancia para la 
Corte Constitucional, pues la remisión de los asuntos de la seguridad social a dichos 
juzgados supone que “el nuevo estatuto procesal del trabajo reconoce 

https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/autos/2021/A389-21.htm#_ftn42
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expresamente la autonomía conceptual que al tenor de lo dispuesto en el artículo 
48 Fundamental ha adquirido la disciplina de la seguridad social, asignándole a la 
jurisdicción ordinaria laboral el conocimiento de los asuntos relacionados con el 
sistema de seguridad social integral en los términos señalados en el numeral 4° del 
artículo 2° de la Ley 712 de 2001”[48]. 
23. Entonces, de acuerdo con el artículo 622 de la Ley 1564 de 2012, que modificó 
el numeral 4º del artículo 2 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, 
es claro que en los jueces laborales recae la competencia general para dirimir 
las controversias relativas a la prestación de los servicios de la seguridad 
social que se susciten entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los empleadores 
y las entidades administradoras o prestadoras. Así, es necesario examinar, en el 
caso que estudia la Sala, primero, si las controversias referidas a los recobros 
corresponden a la prestación de servicios de la seguridad social, y, segundo, si se 
trata de una controversia entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los 
empleadores y las entidades administradoras o prestadoras. 
24. La Sala encuentra, en primer lugar, que el proceso judicial de recobro no 
corresponde, en estricto sentido, a una controversia relativa a la prestación de 
servicios de la seguridad social. Dicho procedimiento se adelanta cuando ya la 
entidad prestó el servicio (el tratamiento o el suministro del insumo excluido del 
PBS), en virtud de la orden proferida por un comité técnico científico –en su 
momento– o por un juez de tutela; es decir, no tiene por objeto decidir sobre la 
prestación del servicio sino sobre su financiación. En este sentido, el recobro busca 
resolver un desequilibrio económico entre el Estado y una EPS, de manera que esta 
última lo que pretende es recuperar los recursos que debió destinar para cubrir 
asistencias a las que no se considera obligada por estimar que no hacen parte de la 
cobertura del Plan de Beneficios en Salud. En ese orden, el recobro no pretende 
garantizar en forma directa que el servicio o la tecnología en salud efectivamente 
sean prestados. 
No se debe olvidar que los recobros tienen la virtualidad de permitir que los recursos 
del sistema fluyan adecuadamente y que, de esta forma, tienen repercusiones en el 
Sistema General de Seguridad Social en Salud[49]. Sin embargo, esta relación es 
meramente indirecta y condicional (circunstancial), pues materialmente el 
procedimiento de recobro constituye una controversia económica, no de salud en 
estricto sentido, que formula la EPS ante el Estado por haber asumido obligaciones 
que considera ajenas a  lo que estaba legal y reglamentariamente obligada a 
cumplir. 
25. En segundo lugar, las controversias relacionadas con el pago de recobros 
judiciales al Estado por prestaciones no incluidas en el PBS y por las devoluciones 
o glosas a las facturas entre entidades del Sistema General de Seguridad Social en 
Salud vinculan, en principio, a las Entidades Promotoras de Salud (EPS) y a la 
Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud, 
ADRES. En este tipo de controversias, en consecuencia, no intervienen afiliados, 
beneficiarios, usuarios ni empleadores. 
(…) 
29. Ahora, aunque el artículo 622 del CGP, que modificó el numeral 4º del artículo 2 
del CPTSS, fue expedido cuando la ADRES aún no se había creado, no puede 
desconocerse que se trata de una entidad administradora de los recursos del 
Sistema General de Seguridad Social en Salud y que hace parte del mismo. 

  
30. Con fundamento en lo anterior, concluye la Sala que el numeral 4º del artículo 2 
del CPTSS (en la forma como fue modificado por el artículo 622 del CGP) no es 
aplicable a las controversias relacionadas con el pago de recobros judiciales al 
Estado por prestaciones no incluidas en el PBS y por las devoluciones o glosas a 
las facturas, que se susciten entre las EPS y la ADRES, en la medida en que, como 
ya se indicó, no corresponden a litigios que, en estricto sentido, giren en torno a la 
prestación de servicios de la seguridad social. Además, porque se trata de 
controversias presentadas únicamente entre entidades administradoras, relativas a 
la financiación de un servicio que ya se prestó. 

  
31. Así las cosas –descartada la competencia de la jurisdicción ordinaria en su 
especialidad laboral y de la seguridad social–, para efectos de determinar la 
competencia para el conocimiento de este tipo de controversias, es necesario acudir 

https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/autos/2021/A389-21.htm#_ftn48
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a la cláusula que trae el inciso primero del artículo 104 de la Ley 1437 de 2011 que 
indica que “[l]a Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para 
conocer, además de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, 
de las controversias y litigios originados en actos, contratos, hechos, 
omisiones y operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén 
involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función 
administrativa” (negrillas fuera de texto). (Subrayas del Juzgado)  

 
(…) 

 
Por lo anterior, claro resulta que, en aplicación a lo dicho por la Corte Constitucional 
en el Auto 389 de 2021, la controversia que se suscita en el presente asunto no 
debe ser resuelta por la Jurisdicción Ordinaria Laboral, y en su lugar, el Juez 
Administrativo es quien debe asumir el conocimiento de la demanda promovida por 
la COMFAMA en contra de la Nación (ADRES), además porque el artículo 104 del 
CPACA señala que la jurisdicción de lo contencioso administrativo esta instituida 
para conocer , además de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes 
especiales, de las controversias y litigios originados en actos, contratos, hechos, 
omisiones y operaciones, sujetos al derecho administrativos, en los que estén 
involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función 
administrativa, pretensiones que ya no obedecen a la prestación de un servicio si 
no a los perjuicios presuntamente ocasionados ante su falta de pago o financiación. 
 
Ahora bien, mediante auto calendado 22 de mayo de 2018 (fls. 805-806) esta Sede 
Judicial, suscitó el conflicto negativo de competencia con el Juzgado 60 
Administrativo del Circuito de Bogotá, remitiendo para tales efectos el expediente a 
la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura para que resolviera el 
conflicto planteado.  
 
 
Esta última autoridad, por medio de providencia del 08 de noviembre de 2018 
(cuaderno del Consejo Superior de la Judicatura), M.P. Dr. Fidalgo Javier Estupiñan 
Carvajal resolvió signar el conocimiento a la Jurisdicción Ordinaria Laboral 
representada en el presente asunto por este Juzgado. 
 
 
Si bien es indiscutible y obligatorio el cumplimiento de las decisiones del Consejo 
Superior de la Judicatura, tampoco se puede desconocer los autos de la Corte 
Constitucional como ocurre en el presente caso con oportunidad del Auto 389 de 
2021, que como ya se indicó en precedencia, en controversias como el que ocupa 
la atención de este Despacho, las mismas no pueden ser resueltas por la 
Jurisdicción Ordinaria laboral sino por el Contencioso Administrativo, como quiera 
que las peticiones corresponden a prestaciones económicas, y no, propiamente a 
una prestación de servicios conforme lo preceptuado en el numeral 4° del artículo 
2° del CPT y de la SS, modificado por el artículo 2° de la Ley 712 de 2001. 
 
Aunado a lo anterior, no debe olvidarse que, conforme lo previsto en el artículo 14 
del Acto Legislativo 02 de 2015, mediante el cual se agregó el numeral 12 y modificó 
el 11 del artículo 241 de la Constitución Política, es la Corte Constitucional la 
encargada de dirimir los conflictos de competencia que ocurran entre las distintas 
jurisdicciones, por tanto, conforme las anteriores razones sobrevinientes es que se 
dispone nuevamente la remisión de las diligencias a los Juzgados Administrativos 
de Bogotá.          
                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           
En consecuencia, se dispondrá enviar las diligencias a los Jueces Administrativos 
de esta ciudad, al no resultar competente la Jurisdicción Ordinaria Laboral para 
conocer de las pretensiones de la demanda.                    
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Por lo anterior, se DISPONE: 
 
PRIMERO: DECLARAR la FALTA DE JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA para 
conocer de la demanda, conforme lo considerado en esta providencia.  
 
SEGUNDO: REMITIR las diligencias a los JUZGADOS ADMINISTRATIVOS DE 
BOGOTÁ – REPARTO, para su conocimiento.  
 
TERCERO: Por Secretaría LÍBRESE los oficios correspondientes.   
 
N O T I F Í Q U E S E   y   C Ú M P L A S E 
 
 

 
DIANA ELISSET ALVAREZ LONDOÑO 
JUEZ 
 
 
 
 
 

JUZGADO VEINTIOCHO LABORAL DEL 
CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

 
El presente auto se notifica a las partes por 
anotación en Estado N°91 fijado hoy 
21/06/2022 

 
MARIA CAROLINA BERROCAL PORTO 

SECRETARIA 
 



INFORME SECRETARIAL: 01 de marzo de 2022, al Despacho de la señora 

Juez, el presente PROCESO ORDINARIO No. 2021-0328 informando que 
dentro del término legal, las demandadas ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES y la ADMINISTRADORA 
DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A., allegaron 
contestación de la demanda. 

 
Sírvase proveer. 
 

MARÍA CAROLINA BERROCAL PORTO 
Secretaria 

 
JUZGADO VEINTIOCHO LABORAL DEL CIRCUITO 

Bogotá D.C, diecisiete (17) de junio de dos mil veintidós (2022) 

 
Visto el informe secretarial que antecede, el Despacho procede a la revisión 

de la contestación a la demanda allegada dentro del término de ley.  
 

Teniendo en cuenta lo anterior y reunidos como se encuentran los requisitos 
establecidos en el Art. 18 de la Ley 712 de 2001 que modifica el Art. 31 del 
CPT y SS, con respecto a las contestaciones allegadas, se tendrán por 

contestadas las mismas. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, se DISPONE:  

 
PRIMERO: RECONOCER personería adjetiva a la Dra. OLGA BIBIANA 

HERNÁNDEZ TELLEZ con C.C. 52.532.969 y portadora de la T.P. 228.020 
del C.S. de la J., como apoderada de la demandada A.F.P. PROTECCIÓN 
S.A. en los términos y para los efectos del poder conferido mediante 

escritura pública No. 1185 del 08 de noviembre de 2018, visible a folios 81 
al 84 del archivo 10ContestaciónProtección.pdf del expediente digital. 

 
SEGUNDO: RECONOCER personería adjetiva a la Dra. MARÍA CAMILA 
GARCÍA BEDOYA con C.C. 1.037.639.320 y T.P. 288.820 del C.S. de la J., 

y al Dr. ANGEL RICARDO ROZO RODRÍGUEZ con C.C. 1.015.418.992 y T.P. 
278.782 del C.S. de la J., para actuar como apoderada principal y apoderado 

sustituto respectivamente de la demandada COLPENSIONES conforme las 
facultades otorgadas mediante poder conferido en escritura pública No. 120 
del 01 de febrero de 2021 y poder de sustitución que se lee a folios 15 al 20 

del archivo 08ContetaciónColpensiones.pdf del expediente digital.  
 

TERCERO: TENER por contestada la demanda por parte de la 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES y la 
A.F.P. PROTECCIÓN S.A. 

 
CUARTO: FIJAR FECHA para el día LUNES VEINTISIETE (27) DE 
FEBRERO DE DOS MIL VEINTITRES (2023) A LA HORA DE LAS DOS Y 

MEDIA DE LA TARDE (02:30 P.M.). En igual fecha y hora indicada en el 
numeral anterior se dará inicio a la audiencia de que trata el Art. 80 DEL 

C.P.T. y SS. 
 
QUINTO: REQUERIR a las partes para que suministren al correo electrónico 

de este Juzgado (jlato28@cendoj.ramajudicial.gov.co), los datos de contacto, 
tanto de las partes como apoderados judiciales, testigos de ser el caso; es 

decir, numero de celular, dirección de domicilio física y correo electrónico 
de notificación.  



 

Teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 7º de la Ley 2213 de 2022, la 
audiencia se realizará utilizando el medio tecnológico dispuesto a esta 

autoridad judicial a través de la plataforma life size, para lo cual se les hará 
llegar de manera previa el link de acceso a la diligencia.  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  
                

 
 
 

 
 
 

DIANA ELISSET ALVAREZ LONDOÑO 
Juez 

 
 
 

 
 

 
 

 
Amgc 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

JUZGADO VEINTIOCHO  LABORAL  DEL 

CIRCUITO BOGOTÁ D.C. 

El presente auto se notifica a las partes por 

anotación en Estado N° 91 fijado hoy 21 
DE JUNIO DE 2022. 

                  

MARÍA CAROLINA BERROCAL PORTO 
SECRETARIA 

 



INFORME SECRETARIAL: 01 de marzo de 2022, al Despacho de la señora 

Juez, el presente PROCESO ORDINARIO No. 2021-0454 informando que 
dentro del término legal, las demandadas ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES; ADMINISTRADORA DE 
FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A.; A.F.P. 
PORVENIR S.A. y la A.F.P. SKANDIA S.A., allegaron contestación de la 

demanda. 
 
Sírvase proveer. 

  
 

MARÍA CAROLINA BERROCAL PORTO 
Secretaria 

 

JUZGADO VEINTIOCHO LABORAL DEL CIRCUITO 
Bogotá D.C, diecisiete (17) de junio de dos mil veintidós (2022) 

 
Visto el informe secretarial que antecede, el Despacho procede a la revisión 

de la contestación a la demanda allegada dentro del término de ley.  
 
Teniendo en cuenta lo anterior y reunidos como se encuentran los requisitos 

establecidos en el Art. 18 de la Ley 712 de 2001 que modifica el Art. 31 del 
CPT y SS, con respecto a las contestaciones allegadas, se tendrán por 
contestadas las mismas. 

 
En cuanto a la solicitud de tener como notificada por conducta concluyente 

a SKANDIA A.F.P. S.A., el Despacho lo niega por cuanto la notificación se le 
remitió desde el 25 de enero de 2022, con registro de entrega en el servidor 
de destino. 

 
De otro lado,  solicita la demandada SKANDIA S.A, se llame en garantía a la 

aseguradora MAPFRE COLOMBIA VIDA SEGUROS S A, con fundamento en 
que suscribió con dicha aseguradora un contrato de seguro previsional para 
cubrir, principalmente, los riesgos de invalidez y muerte de la demandante, 

el cual tuvo una vigencia entre el 01 de enero de 2007  y el 31 de diciembre 
de 2018, por lo que en caso de que se condene a devolver los aportes a la 
Administradora Colombiana de Pensiones –COLPENSIONES-, junto con los 

gastos de administración, corresponde a la aludida aseguradora el 
cumplimiento de esa obligación en lo que se refiere, particularmente, a la 

prima pagada por el seguro previsional en mención. 
 
Para resolver, trae el Despacho a colación lo dicho por la H. Corte Suprema 

de Justicia mediante sentencia radicado 56174 de 2019, mediante la cual 
reiteró la postura tomada en sentencias SL17595 de 2017, SL 4989 de 2018 
y SL 3189 de 2008, que disponen:  

 
“Como la nulidad fue conducta indebida de la administradora ésta 
debe asumir a su cargo los deterioros sufridos por el bien 
administrado, esto es, las mermas sufridas en el capital destinado 
a la financiación de la pensión de vejez, ya por pago de mesadas 
pensionales en el sistema de ahorro individual, ora por los gastos 
de administración en que hubiere incurrido, los cuales serán 

asumidos por la Administradora a cargo de su propio 
patrimonio, siguiendo para el efecto las reglas del artículo 

963 del C.C.”  
 



“(…) las consecuencias de la nulidad no pueden ser 

extendidas a terceros (…)” (negrillas del Despacho) 
 

Conforme lo expuesto, estima el Despacho que no es procedente el 
llamamiento en garantía a la aseguradora MAPFRE COLOMBIA VIDA 

SEGUROS S A, pues el seguro previsional a que hace mención la demandada 
fue adquirido para el eventual reconocimiento de una pensión de invalidez 
o sobrevivencia; rubro no contemplado dentro de los gastos de 

administración que como lo ha reiterado la H. Corte Suprema de Justicia, 
debe ser asumido por la Administradora a cargo de su propio patrimonio. 
 

Teniendo en cuenta lo anterior, se DISPONE:  
 

PRIMERO: RECONOCER personería adjetiva al Dr. ALEJANDRO MIGUEL 
CASTELLANOS LÓPEZ con C.C. 79.985.203 y portador de la T.P. 115.849 
del C.S. de la J., para actuar como apoderado de la demandada A.F.P. 

PORVENIR S.A., en los términos y para los efectos del poder conferido 
mediante escritura pública No. 788 del 06 de abril de 2021, que obra a folios 

28 al 65 del archivo 06ContestaciónPorvenir.pdf del expediente digital. 
 
SEGUNDO: RECONOCER personería adjetiva a la Dra. LINA MARÍA 

BARBOSA HERRERA con C.C. 1.026.288.903 y portadora de la T.P. 329738 
del C.S. de la J., como apoderada de la demandada A.F.P. PROTECCIÓN 

S.A. en los términos y para los efectos del poder conferido mediante 
escritura pública No. 1115 del 21 de octubre de 2019, visible a folios 20 al 
24 del archivo 12ContestaciónProtección.pdf del expediente digital. 

 
TERCERO: RECONOCER personería adjetiva a la Dra. MARÍA CAMILA 

GARCÍA BEDOYA con C.C. 1.037.639.320 y T.P. 288.820 del C.S. de la J., 
y al Dr. ANGEL RICARDO ROZO RODRÍGUEZ con C.C. 1.015.418.992 y T.P. 
278.782 del C.S. de la J., para actuar como apoderada principal y apoderado 

sustituto respectivamente de la demandada COLPENSIONES conforme las 
facultades otorgadas mediante poder conferido en escritura pública No. 120 
del 01 de febrero de 2021 y poder de sustitución que se lee a folios 15 al 21 

del archivo 10ContetaciónColpensiones.pdf del expediente digital. 
 

CUARTO: RECONOCER personería adjetiva a la Dra. LEIDY YOHANA 
PUENTES TRIGUEROS con C.C. 52.897.248 y portadora de la T.P. 152.354 
del C.S. de la J., como apoderada de la demandada A.F.P. SKANDIA S.A. 

en los términos y para los efectos del poder conferido conforme se lee en el 
certificado de existencia y representación visible a folio 23 del archivo 

09ContestaciónyLlamamientoSkandia.pdf del expediente digital. 
 
QUINTO: TENER por contestada la demanda por parte de la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES; 
ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS 

PROTECCIÓN S.A.; A.F.P. PORVENIR S.A. y la A.F.P. SKANDIA S.A. 
 
SEXTO: NEGAR la solicitud de llamamiento en garantía efectuado por la 

A.F.P SKANDIA S.A, conforme lo expuesto. 
 

SEPTIMO: FIJAR FECHA para el día LUNES SEIS (06) DE MARZO DE DOS 
MIL VEINTITRES (2023) A LA HORA DE LAS DIEZ DE LA MAÑANA 
(10:00 A.M.). En igual fecha y hora indicada en el numeral anterior se dará 

inicio a la audiencia de que trata el Art. 80 DEL C.P.T. y SS. 
 



OCTAVO: REQUERIR a las partes para que suministren al correo 

electrónico de este Juzgado (jlato28@cendoj.ramajudicial.gov.co), los datos 
de contacto, tanto de las partes como apoderados judiciales, testigos de ser 

el caso; es decir, numero de celular, dirección de domicilio física y correo 
electrónico de notificación.  
 

Teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 7º de la Ley 2213 de 2022, la 
audiencia se realizará utilizando el medio tecnológico dispuesto a esta 
autoridad judicial a través de la plataforma life size, para lo cual se les hará 

llegar de manera previa el link de acceso a la diligencia.  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  
                

 

 
 

 
 
 

DIANA ELISSET ALVAREZ LONDOÑO 
Juez 

 
 
 

 
 

 
 

 
Amgc 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 

 

 
 

 
 

 
 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 
 

 
 

 

JUZGADO VEINTIOCHO  LABORAL  DEL 

CIRCUITO BOGOTÁ D.C. 

El presente auto se notifica a las partes por 
anotación en Estado N° 91 fijado hoy 21 

DE JUNIO DE 2022. 

                  

MARÍA CAROLINA BERROCAL PORTO 
SECRETARIA 

 



INFORME SECRETARIAL. 13 de junio de 2022, al Despacho de la señora 

Juez, el presente PROCESO ORDINARIO No. 2021-0302 informando que la 

parte actora solicita aclaración del auto inmediatamente anterior.  

 

Sírvase proveer. 

  

 

MARÍA CAROLINA BERROCAL PORTO 

Secretaria 

 

JUZGADO VEINTIOCHO LABORAL DEL CIRCUITO 

Bogotá D.C, diecisiete (17) de junio de dos mil veintidós (2022) 

 

Visto el informe secretarial que antecede, el Despacho aclara el numeral 

quinto del auto de fecha 08 de junio de 2022 en el entendido que la diligencia 

se realizará el treinta (30) de marzo de dos mil veintitrés (2023) a las ocho y 

media de la mañana (8:30 a.m.). 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  
                

 
 
 

 
 

 
DIANA ELISSET ALVAREZ LONDOÑO 

Juez 

 
 

 
 

 

 

 
 
Amgc 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 
 

 
 

 
 

 

JUZGADO VEINTIOCHO  LABORAL  DEL 

CIRCUITO BOGOTÁ D.C. 

El presente auto se notifica a las partes por 
anotación en Estado N° 91 fijado hoy 21 

DE JUNIO DE 2022. 

                  

MARÍA CAROLINA BERROCAL PORTO 
SECRETARIA 

 



INFORME SECRETARIAL. 04 de abril de 2022, al Despacho de la señora 

Juez, el presente PROCESO ORDINARIO No. 2020-0306 informando que 
dentro del término legal la demandada solidariamente UGPP aportó escrito 

de contestación. De otro lado, solicita el apoderado de la parte actora se 
nombre curador a la demandada CYZA OUTSOURCING S.A.S.  
 

Sírvase proveer. 
  

MARÍA CAROLINA BERROCAL PORTO 
Secretaria 

 

JUZGADO VEINTIOCHO LABORAL DEL CIRCUITO 
Bogotá D.C, diecisiete (17) de junio de dos mil veintidós (2022) 

 
Visto el informe secretarial que antecede, observa el Despacho que el trámite 

de notificación desplegado por la parte actora se efectuó con base en el 
artículo 8º del Decreto 806 de 2020, y en este orden, el 08 de febrero de 
2022 remitió a la dirección de correo electrónico de la convocada CYZA 

OUTSOURCING S.A.S. (fl. 4 y 5 del archivo “15Solicitaemplazamiento”), la 
notificación del auto admisorio, junto con el escrito de demanda y sus 

anexos, que según la empresa de correo certificado fue recibido y abierto por 
el destinatario del mensaje el mismo día, tal como consta en la certificación 
de la empresa Rapientrega. 

 
Por lo anterior, se tendrán como notificada a la demandada CYZA 

OURSOURCING S.A.S. mediante la comunicación que se le envió al correo 
electrónico eemunoz@gmail.com el 08 de febrero de 2022; y por no 
contestada la demanda al haber transcurrido más de cuatro meses desde la 

notificación. 
 

De otro lado, y como quiera que la demandada U.G.P.P., procedió a dar 
contestación a la demanda, se tendrá por contestada la misma por reunir 
los requisitos contemplados en el artículo 31 del C.P.L., modificado por la 

Ley 712 de 2001, artículo 18. 
 
Así mismo, se observa que junto al escrito de contestación presentado por 

esta entidad, solicita se llame en garantía a la aseguradora SEGUROS DEL 
ESTADO S.A., con fundamento en la póliza de cumplimiento No. 36-44-

101035726 y sus anexos, constituida dentro del contrato de prestación de 
servicios No. 03-342-2016 para amparar contingencias como salarios y 
prestaciones sociales que se llegaren a condenar en contra de la empresa 

CYZA OUTSOURCING S.A. donde se llamó a la U.G.P.P. de forma solidaria. 
 

Por estar conforme a lo dispuesto en el artículo 64 del CPG se admitirá, y 
en consecuencia se ordenará notificar personalmente la presente 
providencia a la aseguradora SEGUROS DEL ESTADO S.A., a través de su 

representante legal o quien haga sus veces, corriéndosele traslado por el 
término de diez (10) días hábiles contados a partir del día siguiente a la 
notificación. Se advierte que la contestación debe reunir los requisitos del 

Art. 31 del C.P.L. y S.S., modificado por el Art. 18 de la ley 712 de 2001 y 
aportar la documental que se encuentre en su poder, so pena de las 

consecuencias procesales que contempla la norma. 
 
Se requiere a la demandada U.G.P.P., para que practique la correspondiente 

notificación, para lo cual deberá dar cumplimiento a lo previsto en los 
artículos 291 y 292 del C.G.P.  

mailto:eemunoz@gmail.com


En consecuencia; el Despacho DISPONE: 

 

PRIMERO: TENER POR NO CONTESTADA la demanda por parte de la 

empresa CYZA OUTSOURCING S.A. 
 

SEGUNDO: RECONOCER personería adjetiva a la Dra. YOHEEN PATRICIA 
RUBIO OLAYA identificada con C.C. 51.739.609 y portadora de la T.P. 
64.584 del C.S. de la J. para actuar como apoderada de la demandada 

U.G.P.P., en los términos y con las facultades otorgadas mediante poder 
visible a folio 23 del archivo 13contestaciónUGPP.pdf del expediente digital. 

 
TERCERO: TENER POR CONTESTADA la demanda por parte de la 
convocada solidariamente U.G.P.P. 

 
CUARTO: ADMITIR el LLAMAMIENTO EN GARANTIA de la aseguradora 
SEGUROS DEL ESTADO S.A., solicitado por la U.G.P.P. 

 
QUINTO: NOTIFÍQUESE esta providencia y CÓRRASE TRASLADO de la 

demanda y del llamamiento en garantía al representante legal de la 
aseguradora SEGUROS DEL ESTADO S.A., o quien haga sus veces al 
momento de la notificación personal de esta providencia, por el término 

judicial de DIEZ (10) hábiles, contados a partir del día siguiente a aquel en 
que se entienda surtida la diligencia de notificación y traslado conforme lo 

prevé el C.G.P. (Art. 291 y 292) o de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 2213 
de 2022 (Art. 8º); a elección de la entidad que deberá realizar la notificación.  
 

Los trámites de notificación están a cargo de la demandada U.G.P.P. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  
 

                

 
 
 

 
 

DIANA ELISSET ALVAREZ LONDOÑO 
Juez 

 
 

 

 
 

 
 

 
Amgc 

 
 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 
 

JUZGADO VEINTIOCHO  LABORAL  DEL 

CIRCUITO BOGOTÁ D.C. 

El presente auto se notifica a las partes por 

anotación en Estado N° 91 fijado hoy 21 
DE JUNIO DE 2022. 

                  

MARÍA CAROLINA BERROCAL PORTO 
SECRETARIA 

 



INFORME SECRETARIAL: 04 de abril de 2022, al Despacho de la señora 

Juez, el presente PROCESO ORDINARIO No. 2020-0418 informando que 
dentro del término legal, la llamada en garantía COMPAÑÍA ASEGURADORA 

DE FIANZA S.A. – CONFIANZA aportó escrito de subsanación de la 
contestación de la demanda y del llamamiento en garantía. 
 

Sírvase proveer. 
  
 

MARÍA CAROLINA BERROCAL PORTO 
Secretaria 

 
JUZGADO VEINTIOCHO LABORAL DEL CIRCUITO 

Bogotá D.C, diecisiete (17) de junio de dos mil veintidós (2022) 

 
Visto el informe secretarial que antecede, el Despacho DISPONE:  

 
PRIMERO: TENER por contestada la demanda y el llamamiento en garantía 

por parte de la ASEGURADORA DE FIANZAS S.A. – CONFIANZA. 
 
SEGUNDO: FIJAR FECHA para el día MIERCOLES OCHO (08) DE 

FEBRERO DE DOS MIL VEINTITRES (2023) A LA HORA DE LAS ONCE 
DE LA MAÑANA (11:00 A.M.). En igual fecha y hora indicada en el numeral 
anterior se dará inicio a la audiencia de que trata el Art. 80 DEL C.P.T. y 

SS. 
 

TERCERO: REQUERIR a las partes para que suministren al correo 
electrónico de este Juzgado (jlato28@cendoj.ramajudicial.gov.co), los datos 
de contacto, tanto de las partes como apoderados judiciales, testigos de ser 

el caso; es decir, numero de celular, dirección de domicilio física y correo 
electrónico de notificación.  

 
Teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 7º de la Ley 2213 de 2022, la 
audiencia se realizará utilizando el medio tecnológico dispuesto a esta 

autoridad judicial a través de la plataforma life size, para lo cual se les hará 
llegar de manera previa el link de acceso a la diligencia.  

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  
                

 
 
 

 
 

 
DIANA ELISSET ALVAREZ LONDOÑO 

Juez 

 
 

 
 

 
 
 

 
Amgc 

 
 

 
 

 
 

JUZGADO VEINTIOCHO  LABORAL  DEL 

CIRCUITO BOGOTÁ D.C. 

El presente auto se notifica a las partes por 
anotación en Estado N° 91 fijado hoy 21 
DE JUNIO DE 2022. 

                  

MARÍA CAROLINA BERROCAL PORTO 
SECRETARIA 

 



INFORME SECRETARIAL: 04 de abril de 2022, al Despacho de la señora Juez, el 
presente PROCESO ORDINARIO No. 2020-0512 informando que la A.F.P. 
COLFONDOS S.A. y COLPENSIONES allegaron contestación a la reforma de la 
demanda dentro del término legal; mientras que el MINISTERIO DE HACIENDA Y 
CRÉDITO PÚBLICO no contestó. 
 
Sírvase proveer. 
  
 

MARÍA CAROLINA BERROCAL PORTO 
Secretaria 

 
JUZGADO VEINTIOCHO LABORAL DEL CIRCUITO 

Bogotá D.C, diecisiete (17) de junio de dos mil veintidós (2022) 

 

Visto el informe secretarial que antecede, y una vez revisadas las diligencias 
considera el Despacho necesario realizar el control de legalidad sobre las 

actuaciones desplegadas hasta la fecha, por cuanto la demanda de 
reconvención solo recae en contra de la parte actora que, según el inciso 
segundo del artículo 371 del C.G.P. aplicable por remisión expresa a esta 

jurisdicción, es la llamada a contestar. 
 
Para el caso de autos, se evidencia que por error involuntario en la 

providencia del 19 de octubre de 2021 se ordenó notificar y correr traslado 
a las demandadas de la demanda de reconvención interpuesta por 

COLFONDOS S.A. en contra del señor RAFAEL ENRIQUE CASTELLANOS 
PINEDO, quien además ya contestó.  
 

En este sentido, deberá dejarse sin valor y efecto el numeral tercero del auto 
de fecha 02 de marzo de 2022 que tuvo por no contestada la demanda de 

reconvención por parte de COLPENSIONES y el MINISTERIO DE HACIENDA 
Y CRÉDITO PÚBLICO. 
 

Resuelto lo anterior el Despacho procede a la revisión de la contestación a 
la reforma de la demanda allegada dentro del término de ley por el apoderado 
de la A.F.P. COLFONDOS S.A. y COLPENSIONES.  

 
Teniendo en cuenta lo anterior y reunidos como se encuentran los requisitos 

establecidos en el Art. 18 de la Ley 712 de 2001 que modifica el Art. 31 del 
CPT y SS, con respecto a las contestaciones allegadas, se tendrá por 
contestada la misma; en consecuencia, el Despacho DISPONE:  

 
PRIMERO: DEJAR SIN VALOR Y EFECTO el numeral tercero del auto de 
fecha 02 de marzo de 2022 que tuvo por no contestada la demanda de 

reconvención por parte de COLPENSIONES y el MINISTERIO DE HACIENDA 
Y CRÉDITO PÚBLICO. 

 
SEGUNDO:  TENER POR CONTESTADA LA REFORMA DE LA DEMANDA 
por parte de la A.F.P. COLFONDOS S.A. y la ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES. 
 

TERCERO: TENER POR NO CONTESTADA LA REFORMA DE LA DEMANDA 
por parte del MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO. 
 

CUARTO: FIJAR FECHA para el día LUNES SEIS (06) DE MARZO DE DOS 
MIL VEINTITRES (2023) A LA HORA DE LAS ONCE Y MEDIA DE LA 
MAÑANA (11:30 A.M.). En igual fecha y hora indicada en el numeral 



anterior se dará inicio a la audiencia de que trata el Art. 80 DEL C.P.T. y 

SS. 
 

QUINTO: REQUERIR a las partes para que suministren al correo electrónico 
de este Juzgado (jlato28@cendoj.ramajudicial.gov.co), los datos de contacto, 
tanto de las partes como apoderados judiciales, testigos de ser el caso; es 

decir, numero de celular, dirección de domicilio física y correo electrónico 
de notificación.  
 

Teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 7º de la Ley 2213 de 2022, la 
audiencia se realizará utilizando el medio tecnológico dispuesto a esta 

autoridad judicial a través de la plataforma life size, para lo cual se les hará 
llegar de manera previa el link de acceso a la diligencia.  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  
                

 
 
 

 
 

DIANA ELISSET ALVAREZ LONDOÑO 
Juez 

 

 
 
 
 
Amgc 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

JUZGADO VEINTIOCHO  LABORAL  DEL 

CIRCUITO BOGOTÁ D.C. 

El presente auto se notifica a las partes por 
anotación en Estado N° 91 fijado hoy 21 
DE JUNIO DE 2022. 

                  

MARÍA CAROLINA BERROCAL PORTO 
SECRETARIA 

 



INFORME SECRETARIAL: 04 de abril de 2022, al Despacho de la señora Juez, el 
presente PROCESO ORDINARIO No. 2021-0056 informando que dentro del 
término legal, la A.F.P. COLFONDOS S.A. y COLPENSIONES allegaron 
contestación a la reforma de la demanda dentro del término legal; mientras que el 
MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO no contestó. De otro lado, 
existe recurso de reposición en subsidio apelación interpuesto por COLPENSIONES 
en contra de la providencia del 02 de marzo de 2022, pendiente por resolver. 
 
Sírvase proveer. 
  
 

MARÍA CAROLINA BERROCAL PORTO 
Secretaria 

 

JUZGADO VEINTIOCHO LABORAL DEL CIRCUITO 
Bogotá D.C, diecisiete (17) de junio de dos mil veintidós (2022) 

 
Visto el informe secretarial que antecede, y una vez revisadas las diligencias 
se observa que el argumento del apoderado de COLPENSIONES para 

presentar el recurso de reposición en subsidio apelación en contra de la 
providencia del 02 de marzo de 2022 que tuvo por no contestada la demanda 

de reconvención por parte de esa entidad, es no haberse practicado en 
debida forma la notificación conforme lo dispuesto en el Decreto 806 de 
2020, del auto de fecha 19 de octubre de 2021 que admitió la demanda de 

reconvención. 
 
Si bien es cierto, este tipo de decisión es susceptible de los recursos 

interpuestos, no es menos cierto que la demanda de reconvención solo recae 
en contra de la parte actora que según el inciso segundo del artículo 371 del 

C.G.P. aplicable por remisión expresa a esta jurisdicción, es la llamada a 
contestar. 
 

Para el caso de autos, se evidencia que por error involuntario en la 
providencia del 19 de octubre de 2021 se ordenó notificar y correr traslado 
a las demandadas de la demanda de reconvención interpuesta por 

COLFONDOS S.A. en contra de la señora SARA MARÍA MONROY ÁNGEL. 
 

En consecuencia, resulta necesario realizar control de legalidad a las 
actuaciones surtidas hasta la fecha, aclarando que la demanda de 
reconvención únicamente procede en contra de la demandante, quien 

además ya contestó.  
 

En este sentido, deberá dejarse sin valor y efecto el numeral cuarto del auto 
de fecha 02 de marzo de 2022 y en consecuencia, resulta innecesario el 
estudio del recurso interpuesto por COLPENSIONES, pues se reitera no está 

llamada a contestar la reconvención propuesta por COLFONDOS S.A. 
 
Resuelto lo anterior, el Despacho procede a la revisión de la contestación a 

la reforma de la demanda allegada dentro del término de ley por el apoderado 
de la A.F.P. COLFONDOS S.A. y COLPENSIONES.  

 
Teniendo en cuenta lo anterior y reunidos como se encuentran los requisitos 
establecidos en el Art. 18 de la Ley 712 de 2001 que modifica el Art. 31 del 

CPT y SS, con respecto a las contestaciones allegadas, se tendrá por 
contestada la misma; en consecuencia, el Despacho DISPONE:  

 



PRIMERO: DEJAR SIN VALOR Y EFECTO el numeral cuarto del auto de 

fecha 02 de marzo de 2022.  
 

SEGUNDO: ABSTENERSE de resolver el recurso de reposición en subsidio 
apelación interpuesto por COLPENSIONES en contra de la providencia del 
02 de marzo de 2022, por los argumentos expuestos. 

 
TERCERO: TENER POR CONTESTADA LA REFORMA DE LA DEMANDA 
por parte de la A.F.P. COLFONDOS S.A. y la ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES. 
 

CUARTO: TENER POR NO CONTESTADA LA REFORMA DE LA DEMANDA 
por parte del MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO. 
 

QUINTO: FIJAR FECHA para el día LUNES SEIS (06) DE MARZO DE DOS 
MIL VEINTITRES (2023) A LA HORA DE LAS DOS Y MEDIA DE LA 

TARDE (02:30 P.M.). En igual fecha y hora indicada en el numeral anterior 
se dará inicio a la audiencia de que trata el Art. 80 DEL C.P.T. y SS. 
 

SEXTO: REQUERIR a las partes para que suministren al correo electrónico 
de este Juzgado (jlato28@cendoj.ramajudicial.gov.co), los datos de contacto, 
tanto de las partes como apoderados judiciales, testigos de ser el caso; es 

decir, numero de celular, dirección de domicilio física y correo electrónico 
de notificación.  

 
Teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 7º de la Ley 2213 de 2022, la 
audiencia se realizará utilizando el medio tecnológico dispuesto para esta 

autoridad judicial a través de la plataforma life size, para lo cual se les hará 
llegar de manera previa el link de acceso a la diligencia.  

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  
                

 
 

 
 
 

DIANA ELISSET ALVAREZ LONDOÑO 
Juez 

 
 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 
 

 
 

 
 

 
 

Amgc 
 

 
 

 
 

 

JUZGADO VEINTIOCHO  LABORAL  DEL 

CIRCUITO BOGOTÁ D.C. 

El presente auto se notifica a las partes por 
anotación en Estado N° 91 fijado hoy 21 
DE JUNIO DE 2022. 

                  

MARÍA CAROLINA BERROCAL PORTO 
SECRETARIA 

 



INFORME SECRETARIAL: 04 de abril de 2022, al Despacho de la señora 

Juez, el presente PROCESO ORDINARIO No. 2021-0064 informando que 
dentro del término legal, la aseguradora CONFIANZA  S.A. allegó escrito de 

subsanación a la contestación a la demanda y el llamamiento en garantía y 
se encuentra solicitud de emplazamiento pendiente de resolver. 
 

Sírvase proveer. 
  

MARÍA CAROLINA BERROCAL PORTO 

Secretaria 
 

JUZGADO VEINTIOCHO LABORAL DEL CIRCUITO 
Bogotá D.C, diecisiete (17) de junio de dos mil veintidós (2022) 

 
Solicita el apoderado de la convocada CENIT TRANSPORTE Y LOGÍSTICA 
DE HIDROCARBUROS S.A.S. se ordene el emplazamiento de la llamada en 

garantía COMPAÑÍA ASEGURADORA DE FIANZAS S.A. toda vez que, la 
sociedad fue notificada del auto admisorio del llamamiento en garantía 

conforme al Decreto 806 de 2020 el pasado 18 de marzo de 2022, sin que a 
la fecha hayan comparecido al proceso. 
 

No obstante, revisadas las diligencias se encuentra en primer lugar que en 
el auto de fecha 10 de marzo de 2022, en el que se admitió el llamamiento 
en garantía de la COMPAÑÍA ASEGURADORA DE FIANZAS S.A. en favor de 

la sociedad CENIT TRANSPORTE Y LOGÍSTICA DE HIDROCARBUROS 
S.A.S., también se inadmitió la contestación de la demanda y del 

llamamiento en garantía que presentó esta aseguradora como llamada en 
garantía de ECOPETROL S.A. 
 

Por lo anterior, si bien en la mencionada providencia se ordenó a la sociedad 
CENIT TRANSPORTE Y LOGÍSTICA DE HIDROCARBUROS S.A.S., realizar 

los trámites de notificación a la COMPAÑÍA ASEGURADORA DE FIANZAS 
S.A. conforme lo prevé el Decreto 806 de 2020; lo cierto es que esa 
aseguradora fue notificada en el estado No. 038 fijado el 11 de marzo de 

2022, por cuanto ya se encontraba vinculada al proceso, conforme lo prevé 
el parágrafo del artículo 66 del C.G.P.. En ese orden de ideas, no resulta 
procedente realizar el emplazamiento solicitado. 

 
En segundo lugar, el 24 de marzo de 2022 la aseguradora CONFIANZA S.A. 

aportó escrito de contestación al llamamiento en garantía hecho por la 
sociedad CENIT S.A.S., que aunque en el encabezado lo denominó 
contestación al llamamiento en garantía de ECOPETROL; lo cierto es que 

del cuerpo del escrito se evidencia que se trata de la contestación al 
llamamiento en garantía de CENIT TRANSPORTE Y LOGÍSTICA DE 
HIDROCARBUROS S.A.S., (fl. 3 archivo 26Contestaciónllamamiento.pdf) el 

cual se encuentra acorde con los requisitos contemplados en el artículo 31 
del C.P.T y de la S.S., modificado por el artículo 18 de la Ley 712 de 2001; 

sin que sea necesaria una nueva contestación a la demanda, pues esta ya 
se aportó con la contestación al llamamiento en garantía de ECOPETROL 
S.A.. 

 
De otro lado, revisado el escrito de subsanación de la contestación a la 

demanda que allega la apoderada de la COMPAÑÍA ASEGURADORA DE 
FIANZAS S.A., se encuentra que con el mismo se reúnen los requisitos del 
artículo 31 del C.P.T. y de la S.S.  
 



En ese orden de ideas, el Despacho DISPONE:  

 
PRIMERO: ABSTENERSE de ordenar el emplazamiento a la COMPAÑÍA 

ASEGURADORA DE FIANZAS S.A. 
 
SEGUNDO: TENER POR CONTESTADA la demanda y el llamamiento en 

garantía hecho a la COMPAÑÍA ASEGURADORA DE FIANZAS S.A., en favor 
de ECOPETROL S.A. y CENIT TRANSPORTE Y LOGÍSTICA DE 
HIDROCARBUROS S.A.S. 

 
TERCERO: FIJAR FECHA para el día JUEVES VEINTISIETE (27) DE 

ABRIL DE DOS MIL VEINTITRÉS (2023) A LA HORA DE LAS OCHO Y 
MEDIA DE LA MAÑANA (8:30 A.M.). En igual fecha y hora indicada en el 
numeral anterior se dará inicio a la audiencia de que trata el Art. 80 DEL 

C.P.T. y SS. 
 

CUARTO: REQUERIR a las partes para que suministren al correo 
electrónico de este Juzgado (jlato28@cendoj.ramajudicial.gov.co), los datos 
de contacto, tanto de las partes como apoderados judiciales, testigos de ser 

el caso; es decir, numero de celular, dirección de domicilio física y correo 
electrónico de notificación.  
 

Teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 7º de la Ley 2213 de 2022, la 
audiencia se realizará utilizando el medio tecnológico dispuesto para esta 

autoridad judicial a través de la plataforma life size, para lo cual se les hará 
llegar de manera previa el link de acceso a la diligencia.  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  
                

 
 
 

 
 

 
DIANA ELISSET ALVAREZ LONDOÑO 

Juez 

 
 

 
 

 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
Amgc 

 
 

 
 

 
 
 

 
 

 
 

 
 

 

JUZGADO VEINTIOCHO  LABORAL  DEL 

CIRCUITO BOGOTÁ D.C. 

El presente auto se notifica a las partes por 
anotación en Estado N° 91 fijado hoy 21 
DE JUNIO DE 2022. 

                  

MARÍA CAROLINA BERROCAL PORTO 

SECRETARIA 

 



INFORME SECRETARIAL: 04 de abril de 2022, al Despacho de la señora 

Juez, el presente PROCESO ORDINARIO No. 2021-0120 informando que 
dentro del término legal, el demandado MILCIADES HERNÁNDEZ RIVEROS 

allegó escrito de contestación a la demanda. 
 
Sírvase proveer. 

  
MARÍA CAROLINA BERROCAL PORTO 

Secretaria 

 
JUZGADO VEINTIOCHO LABORAL DEL CIRCUITO 

Bogotá D.C, diecisiete (17) de junio de dos mil veintidós (2022) 

 

Revisadas las diligencias, observa el Despacho que en principio la demanda 
fue admitida en contra del establecimiento de comercio TEXTIL COLOR y la 
persona natural MILCIADES HERNÁNDEZ RIVEROS en calidad e 

propietario. 
 

Sin embargo, ante la imposibilidad de continuar con el trámite respecto del 
establecimiento de comercio por carecer de personería jurídica, se hace 
necesario realizarle control de legalidad a las actuaciones, en el sentido de 

tener como único demandado al señor MILCIADES HERNÁNDEZ RIVEROS 
como persona natural propietario del establecimiento de comercio TEXTIL 
COLOR. 

 
Aclarado lo anterior, el Despacho procede a la revisión de la contestación a 

la demanda allegada dentro del término de ley.  
 
En consecuencia, y reunidos como se encuentran los requisitos establecidos 

en el Art. 18 de la Ley 712 de 2001 que modifica el Art. 31 del CPT y SS, con 
respecto a la contestación allegada, se tendrán por contestadas la misma. 

 
Teniendo en cuenta lo anterior, el Despacho DISPONE:  
 

PRIMERO: DECLARAR que para todos los efectos legales, el único 
demandado en el presente litigio es el señor MILCIADES HERNÁNDEZ 
RIVEROS como persona natural, propietario del establecimiento de 

comercio TEXTIL COLOR. 
  

SEGUNDO: RECONOCER personería adjetiva al Dr. EDWARD JOHNNY 
AYALA MORA identificado con C.C. 79.566.782 y portador de la T.P. 
174.571 del C.S. de la J., para actuar como apodera del señor MILCIADES 

HERNÁNDEZ RIVEROS, en los términos y con las facultades otorgadas 
mediante poder visible a folios 8 y 9 del archivo 09Contestación.pdf del 

expediente digital.  
 
TERCERO: TENER POR CONTESTADA la demanda por parte del señor 

MILCIADES HERNÁNEZ RIVEROS. 
 
CUARTO: FIJAR FECHA para el día MARTES VEINTIUNO (21) DE 

FEBRERO DE DOS MIL VEINTITRÉS (2023) A LA HORA DE LAS ONCE 
DE LA MAÑANA (11:00 A.M.). En igual fecha y hora indicada en el numeral 

anterior se dará inicio a la audiencia de que trata el Art. 80 DEL C.P.T. y 
SS. 
 



QUINTO: REQUERIR a las partes para que suministren al correo electrónico 

de este Juzgado (jlato28@cendoj.ramajudicial.gov.co), los datos de contacto, 
tanto de las partes como apoderados judiciales, testigos de ser el caso; es 

decir, numero de celular, dirección de domicilio física y correo electrónico 
de notificación.  
 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 7º de la Ley 2213 de 2022, 
la audiencia se realizará utilizando el medio tecnológico dispuesto para esta 
autoridad judicial a través de la plataforma life size, para lo cual se les hará 

llegar de manera previa el link de acceso a la diligencia.  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  
                

 

 
 

 
 
 

DIANA ELISSET ALVAREZ LONDOÑO 
Juez 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 
 

 
 

 
 

 
 

 
Amgc 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

 
 

JUZGADO VEINTIOCHO  LABORAL  DEL 

CIRCUITO BOGOTÁ D.C. 

El presente auto se notifica a las partes por 
anotación en Estado N° 91 fijado hoy 21 

DE JUNIO DE 2022. 

                  

MARÍA CAROLINA BERROCAL PORTO 
SECRETARIA 

 



INFORME SECRETARIAL: 04 de abril de 2022, al Despacho de la señora 

Juez, el presente PROCESO ORDINARIO No. 2021-0140 informando que se 
encuentra pendiente por estudiar el escrito de contestación a la demandada 

allegado por SCHLUMBERGER SURENCO S.A.  
 
Sírvase proveer. 

 
MARÍA CAROLINA BERROCAL PORTO 

Secretaria 

 
JUZGADO VEINTIOCHO LABORAL DEL CIRCUITO 

Bogotá D.C, diecisiete (17) de junio de dos mil veintidós (2022) 

 

Previo a realizar el estudio de la contestación de la demanda, resulta 
necesario manifestarse respecto de la notificación que se efectuó a la 
demandada por cuanto la parte actora solicita se tenga como efectiva la 

notificación realizada el 19 de agosto de 2021 indicando que la empresa 
demandada recibió y descargó los archivos adjuntos el mismo día a las 

13:26:19. Sin embargo, según el certificado expedido por la empresa AM 
Mensajes el mensaje de datos fue entregado al destinatario sin que del 
mismo se cuente con acuse de recibido. 

 
No obstante, comoquiera que la enjuiciada allegó memorial a través de su 

apoderada judicial el 16 de febrero de 2022, se tendrá como notificada 
mediante el correo electrónico remitido por la secretaría de este Despacho el 
17 de febrero de 2022 con el que se le remitió el link de acceso al expediente. 

 
Así las cosas, el Despacho procede a la revisión de la contestación a la 

demanda allegada dentro del término de ley por parte de SCHLUMBERGER 
SURENCO S.A.  
 

Teniendo en cuenta lo anterior y reunidos como se encuentran los requisitos 
establecidos en el Art. 18 de la Ley 712 de 2001 que modifica el Art. 31 del 
CPT y SS, con respecto a la contestación allegada, se tendrá por contestada 

la misma. 
 

En consecuencia, el Despacho DISPONE:  
 
PRIMERO: RECONOCER personería adjetiva a la Dra. JUANITA GALVIS 

CALDERÓN con C.C. 39.788.017 y portadora de la T.P. 86.071 del C.S. de 
la J., como apoderada de la demandada SCHLUMBERGER SURENCO S.A. 

en los términos y para los efectos del poder conferido mediante escritura 
pública No. 3463 del 09 de julio de 2013, conforme se lee del certificado de 
existencia y representación visible a folios 4 al 19 del archivo 

07Notificación.pdf del expediente digital. 
 

SEGUNDO: TENER por contestada la demanda por parte de la sociedad 
SCHLUMBERGER SURENCO S.A. 
 

TERCERO: FIJAR FECHA para el día MIERCOLES PRIMERO (01) DE 
MARZO DE DOS MIL VEINTITRES (2023) A LA HORA DE LAS ONCE DE 
LA MAÑANA (11:00 A.M.). En igual fecha y hora indicada en el numeral 

anterior se dará inicio a la audiencia de que trata el Art. 80 DEL C.P.T. y 
SS. 

 



CUARTO: REQUERIR a las partes para que suministren al correo 

electrónico de este Juzgado (jlato28@cendoj.ramajudicial.gov.co), los datos 
de contacto, tanto de las partes como apoderados judiciales, testigos de ser 

el caso; es decir, numero de celular, dirección de domicilio física y correo 
electrónico de notificación.  
 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 7º de la Ley 2213 de 2022, la 
audiencia se realizará utilizando el medio tecnológico dispuesto a esta 
autoridad judicial a través de la plataforma life size, para lo cual se les hará 

llegar de manera previa el link de acceso a la diligencia.  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  
                

 

 
 

 
 

DIANA ELISSET ALVAREZ LONDOÑO 

Juez 
 
 

 
 
 

 
 

 
 

 
Amgc 

 
 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

JUZGADO VEINTIOCHO  LABORAL  DEL 

CIRCUITO BOGOTÁ D.C. 

El presente auto se notifica a las partes por 

anotación en Estado N° 91 fijado hoy 21 
DE JUNIO DE 2022. 

                  

MARÍA CAROLINA BERROCAL PORTO 
SECRETARIA 

 



INFORME SECRETARIAL: 01 de marzo de 2022, al Despacho de la señora Juez, 
el presente PROCESO ORDINARIO No. 2019-0734 informando que se encuentra 
pendiente por estudiar el escrito de contestación a la demandada allegado por la 
sociedad CEMEX PREMEZCLADOS DE COLOMBIA S.A.  
 
Sírvase proveer. 
 

MARÍA CAROLINA BERROCAL PORTO 
Secretaria 

 
JUZGADO VEINTIOCHO LABORAL DEL CIRCUITO 

Bogotá D.C, diecisiete (17) de junio de dos mil veintidós (2022) 
 

Visto el informe secretarial, el Despacho procede a la revisión de la contestación a 
la demanda allegada dentro del término legal por parte de CEMEX 
PREMEZCLADOS DE COLOMBIA S.A.  
 
Teniendo en cuenta lo anterior y reunidos como se encuentran los requisitos 
establecidos en el Art. 18 de la Ley 712 de 2001 que modifica el Art. 31 del CPT y 
SS, con respecto a la contestación allegada, se tendrá por contestada la misma. 
 
En consecuencia, el Despacho DISPONE:  
 
PRIMERO: RECONOCER personería adjetiva a la sociedad GODOY CORDOBA 
ABOGADOS S.A.S. quien actúa en el presente trámite a través del abogado DANIEL 
MAURICIO CONTRERAS JAIMES identificado con C.C. 1.090.424.399 y portador 
de la T.P. 245.065 del C.S. de la J., como apoderada de la demandada CEMEX 
PREMEZCLADOS DE COLOMBIA S.A. en los términos y para los efectos del poder 
conferido visible a folios 114 al 115 del expediente. 
 
SEGUNDO: TENER por contestada la demanda por parte de la sociedad CEMEX 
PREMEZCLADOS DE COLOMBIA S.A. 
 
TERCERO: FIJAR FECHA para el día MIERCOLES DIECINUEVE (19) DE 
OCTUBRE DE DOS MIL VEINTIDÓS (2022) A LA HORA DE LAS ONCE DE LA 
MAÑANA (11:00 A.M.). En igual fecha y hora indicada en el numeral anterior se 
dará inicio a la audiencia de que trata el Art. 80 DEL C.P.T. y SS. 
 
CUARTO: REQUERIR a las partes para que suministren al correo electrónico de 
este Juzgado (jlato28@cendoj.ramajudicial.gov.co), los datos de contacto, tanto de 
las partes como apoderados judiciales, testigos de ser el caso; es decir, numero de 
celular, dirección de domicilio física y correo electrónico de notificación.  
 
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 7º de la Ley 2213 de 2022, la audiencia 
se realizará utilizando el medio tecnológico dispuesto a esta autoridad judicial a 
través de la plataforma life size, para lo cual se les hará llegar de manera previa el 
link de acceso a la diligencia.  
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,                

 
 

 
 
 

DIANA ELISSET ALVAREZ LONDOÑO 
     Juez 

 
 
Amgc 

JUZGADO VEINTIOCHO  LABORAL  DEL 

CIRCUITO BOGOTÁ D.C. 

El presente auto se notifica a las partes por 
anotación en Estado N° 91 fijado hoy 21 
DE JUNIO DE 2022. 

                  

MARÍA CAROLINA BERROCAL PORTO 

SECRETARIA 

 


